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Resumen 

Esta tesis versa sobre la inclusión educativa en el Ecuador. Frente a la tendencia 

académica de vincular la idea de inclusión educativa exclusivamente con la falta de 

integración escolar que a menudo sufren minorías étnicas y personas con discapacidad, 

este trabajo parte de una mirada más amplia sobre los procesos de inclusión y exclusión 

que tienen lugar en el ámbito de la educación. Desde un enfoque histórico que se 

retrotrae hasta la época colonial, el estudio problematiza las dinámicas excluyentes que 

han tenido lugar en el sistema educativo nacional a lo largo del tiempo. Como resultado 

de la investigación se evidencia, por un lado, una clara tendencia histórica hacia una 

mayor inclusión e igualdad social en la esfera educativa nacional,  y por otro lado, la 

persistencia de prácticas de exclusión y desigualdad que afectan sobre todo a los grupos 

que históricamente han sido más vulnerados en el país. 

Palabras clave: inclusión educativa, exclusión social, historia de la educación.  
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Abstract 

This thesis deals with educational inclusion in Ecuador. In contrast to the 

academic tendency to link the idea of educational inclusion exclusively to the lack of 

school integration often suffered by ethnic minorities and people with disabilities, this 

work takes a broader view of the processes of inclusion and exclusion that take place in 

the field of education. From a historical perspective that goes back to colonial times, 

the study problematizes the exclusionary dynamics that have taken place in the national 

education system over time. As a result of the research, it is evident, on the one hand, a 

clear historical trend towards greater inclusion and social equality in the national 

educational sphere, and on the other hand, the persistence of practices of exclusion and 

inequality that affect especially those groups that have historically been more 

vulnerable in the country. 

Keywords:  educational inclusion, social exclusion, history of education. 
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Capítulo I. Introducción 

1.1. Problematización 

Desde la segunda mitad del siglo XX, la educación ha ido ganando cada vez más 

solemnidad e importancia, y desde la década de 1990 es uno  de los valores más 

destacados de las sociedades políticas del presente.  

El reconocimiento y protección del derecho a la educación está en la base de las 

Constituciones de todos los Estados contemporáneos, y desde la expedición de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos en 1948, donde en su artículo 26 se 

proclama que todo ser humano tiene derecho a la educación, numerosos tratados 

internacionales han ratificado el derecho a la educación de todas las personas, sin 

importar sus características o condiciones particulares1. Además, en el plano social se ha 

ido ensalzando a la educación, con mayor y mayor frecuencia, como el elemento más 

crítico para la formación del ser humano del futuro, y para la construcción de 

sociedades más justas y prósperas.  

Según el espíritu de nuestro tiempo, la educación se entiende como un valor 

supremo, como algo 

crucial en la promoción de la democracia y los derechos humanos y el 

mejoramiento de la ciudadanía global, la tolerancia y la participación cívica, al 

igual que el desarrollo sostenible. [Y como un elemento que] facilita el diálogo 

                                                

1 Por ejemplo, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (1951), la Convención de la UNESCO 
relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (1960), el Pacto 

Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (1965), el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966),el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (1966), la Carta de la Organización de los Estado Americanos (1967), la Convención 

sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979), la Convención sobre 

los Derechos del Niño (1989), la Convención sobre la Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (1990), la Declaración sobre los Derechos de las Personas 

Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas (1992), la Carta Democrática 

Interamericana (2001), la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006), la 

Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2007), entre otros. 
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intercultural y fomenta el respeto por la diversidad cultural, religiosa y 

lingüística (UNESCO, 2015, p. 3). 

Es por ese motivo que, como recalca siempre UNESCO, en lo que respecta a la 

educación no se puede dejar a nadie atrás (UNESCO, 2015), y como recoge el cuarto 

Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) de Naciones Unidas, hay que “garantizar una 

educación inclusiva, equitativa y de calidad y promover oportunidades de aprendizaje 

durante toda la vida para todos”.  

Nótese cómo se enfatiza siempre la importancia de la inclusión en el ámbito 

educativo (educación “inclusiva” y “equitativa”, “para todos”, “sin dejar a nadie 

atrás”...). Si algo parece estar claro entre el grueso de la gente, tanto a nivel nacional 

como internacional, es que la educación es un derecho humano y un bien público, y no 

un privilegio que le deba pertenecer a tan solo unos pocos2.  

En este sentido, la inclusión educativa constituye uno de los grandes horizontes 

hacia los que se mueven, por lo menos discursivamente, las distintas sociedades 

políticas de la actualidad, y uno de los objetivos más valiosos para los ciudadanos y 

ciudadanas del mundo.  

Sin embargo, y a pesar de todos los avances alcanzados en lo que se refiere a la 

democratización de la educación, la inclusión educativa sigue estando bastante lejos de 

ser una realidad plena, ya que distintas dinámicas de exclusión prevalecen tanto a nivel 

nacional (Ministerio de Educación, 2020) como internacional (UNESCO, 2015).  

Dicho esto, resulta curioso que, a pesar de la importancia creciente del asunto, 

no existe ningún estudio sobre el estado actual de la inclusión educativa en el país, y la 

                                                

2 En el ámbito ecuatoriano, nuestra Constitución política de 2008 (todavía vigente) establece, en el 

artículo 26, que la educación “es un derecho de las personas a lo largo de su vida y un deber ineludible e 

inexcusable del Estado. Constituye un área prioritaria de la política pública y de la inversión estatal, 

garantía de igualdad e inclusión social y condición indispensable para el buen vivir”. 
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inmensa mayoría de trabajos académicos sobre este tema restringen el sentido del 

sintagma “inclusión educativa” a la integración de quienes tienen necesidades 

educativas especiales (NEE) o pertenecen a minorías étnicas. En efecto, parece ser que 

la mayor parte de académicos a día de hoy sobreentiende que la “inclusión educativa” 

tiene que ver únicamente con el acceso educativo de quienes padecen alguna 

discapacidad o no forman parte de la población blanco-mestiza, como si sólo estas 

personas necesitaran de políticas, planes y programas de inclusión educativa. A 

prácticamente nadie en el mundo intelectual se le ocurre hablar de inclusión educativa 

en relación a otras categorías de personas (inmigrantes, trans, homosexuales, mujeres, 

campesinos, gente pobre, etc.). Es como si dieran por hecho que estos otros grupos, a 

diferencia de quienes tienen diversidad funcional o pertenecen a minorías étnicas, ya 

están plenamente incluidos en el sistema educativo y no sufren de ninguna forma de 

exclusión en esta esfera.  

Sintomático de este prejuicio conceptual es el hecho de que en un libro sobre 

inclusión educativa titulado “Educación inclusiva. Un debate necesario”, publicado en 

2020 por el fondo editorial de la Universidad Nacional de Educación (UNAE), y que 

reúne a una docena de autores de distintos países, ninguno de los capítulos que compone 

el libro diga una sola palabra sobre las formas de exclusión educativa que atraviesan 

mujeres, campesinos, inmigrantes, pobres, LGBT, indígenas o afroecuatorianos.  

Pues bien, en este trabajo se propone superar este prejuicio conceptual y realizar 

un análisis sociohistórico de la inclusión (y exclusión) educativa en nuestro país con el 

fin de presentar un bosquejo general de lo que se ha logrado y falta por hacerse en esta 

materia. 

1.2. Preguntas de investigación 

El trabajo se articula en torno a dos preguntas de investigación básicas:  
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1) ¿Qué es la inclusión educativa?; y 

2) ¿Cuál es el estado actual de la inclusión educativa en el Ecuador? 

Así, en el presente ensayo se ofrece, en primer lugar, un análisis conceptual de la 

inclusión educativa, y en segundo lugar, una caracterización general, en clave histórica 

(desde los tiempos de la Colonia), de los procesos de exclusión social y generación de 

desigualdades en la esfera educativa nacional. Todo esto con el fin de comprender qué 

tan inclusivo es nuestro sistema educativo actualmente.  

Por lo demás, es importante mencionar que el corte temporal del análisis 

sociohistórico es el año 2020 y que este trabajo no agota las cuestiones aquí planteadas, 

sino que constituye tan solo un aporte y una invitación para futuros estudios en la 

misma línea.   
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Capítulo II. Marco Teórico 

A la hora de analizar la noción de inclusión educativa, lo primero que salta a la 

vista es que esta no tiene un sentido unívoco sino que se entiende de diferentes maneras 

(Laparra et. al., 2007) y que constituye tan sólo una forma (entre muchas otras) de 

inclusión social. Es decir, se trata de “inclusión social”, pero en el ámbito de la 

educación. Por tanto, conviene examinar primero la noción más general de inclusión 

social, para luego concretar el significado de inclusión educativa.   

2.1. Inclusión/exclusión social 

Ahora bien, inclusión social es un término que conforma una pareja antitética 

junto con el de exclusión social. Pero estos términos no se definen por sí solos sino uno 

en función del otro, circularmente, de la misma manera en que, por ejemplo, la paz se 

define en función de la guerra y viceversa, o el movimiento se define como ausencia de 

reposo y éste como falta de movimiento. 

Norberto Bobbio (2014, p. 360) ha observado correctamente que, cuando nos 

encontramos ante la tarea de estudiar parejas terminológicas de este tipo, es necesario 

establecer cuál es el término fuerte de la antítesis, y cuál es el débil.  

Pues bien, parece ser que el término fuerte en este caso es el de exclusión social. 

En la literatura académica sobre inclusión/exclusión social, la exclusión siempre se 

conceptualiza como una condición, un conjunto de procesos o un estado de cosas real 

que afecta negativamente a ciertos grupos sociales, mientras que la inclusión se define 

como como un horizonte ideal al que apuntar a través diferentes acciones o, 

sencillamente, como la ausencia de exclusión (Laparra et. al., 2007; Chakravarty y 

D´Ambrosio, 2006).  
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Podemos decir que la exclusión social consiste en la negación u obstaculización 

sistemática de los derechos de ciertas personas a través de diferentes acciones o normas 

que buscan menguar su participación en la sociedad e inducirles desventajas sociales 

(véase Laparra, et. al., 2007).  

El fundamento de la exclusión social son ideologías discriminatorias y falaces 

tales como el racismo, la xenofobia, el heterosexismo, etc. En virtud de estas ideologías 

perniciosas es que individuos que exhiben ciertas expresiones de género, características 

fenotípicas, gustos sexuales, orígenes nacionales, etc., son socialmente desprovistos de 

valor y asumidos como violentables (Butler, 2002, 2006). 

Dicho esto, se pueden distinguir dos tipos básicos de exclusión social; a saber: 

exclusión formal y exclusión informal.  

La primera es la que priva a determinados individuos de algún derecho a través 

de normativas jurídico-políticas. Un ejemplo de este tipo de exclusión lo encontramos 

en el Código Civil ecuatoriano de 1861 que excluía formalmente a las mujeres de una 

serie de derechos otorgando a los maridos potestad sobre la persona y bienes de su 

mujer (art. 125); prohibiendo a la mujer casada de comparecer en juicio, sea 

demandando o defendiéndose, sin la autorización escrita del marido (art. 129); 

proscribiendo que una mujer celebre un contrato, desista de uno antiguo, remita una 

deuda, acepte o repudie una donación, herencia o legado, adquiera título oneroso alguno 

o empeñe, enajene o hipoteque un bien por sí sola (art. 130), etc.   

Por su parte, la segunda forma de exclusión es la que afecta a quienes, siendo 

formalmente libres de acceder a todo tipo de recursos vinculados con la realización de 

sus derechos, son excluidos material y simbólicamente del acceso a tales recursos a 

través de negligencias, discriminaciones gratuitas o maltratos sistemáticos. Un ejemplo 

de exclusión en este sentido es cuando se priva deliberadamente a individuos que 
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pertenecen a una minoría étnica o sexogenérica de acceder a empleos para los que están 

perfectamente cualificados, pero que la sociedad reserva para otra clase de personas.  

Dicho de otro modo, la exclusión formal consiste en la negación de los derechos 

de un individuo o grupo de individuos a través de normas institucionales y jurídico-

políticas; mientras que la exclusión informal consiste en una situación en la que se 

obstaculiza o impide sistemáticamente la inserción sociocomunitaria plena de un 

individuo o grupo de individuos, constituyendo una cierta privación de su propia 

ciudadanía, es decir, de sus derechos (Subirats, 2002 y 2004).  

Esta distinción es importante ya que nos previene de identificar integración con 

inclusión. No porque un estudiante pertenezca a un centro de enseñanza formal y a un 

grado académico normal para su edad, significa que no sufre de formas de exclusión 

social en el ámbito educativo.  

Siguiendo este orden de ideas, podemos decir que un individuo puede ser 

excluido del sistema educativo, o que puede estar excluido en el sistema educativo3.  

2.2. Inclusión educativa 

La inclusión educativa no es más que la ausencia de exclusión social en el 

ámbito educativo. En este sentido, se trata de un proyecto inacabado, en marcha, que 

                                                

3 Esta importante diferenciación está inspirada en otra análoga que hizo la Organización Internacional del 

Trabajo (OIT) distinguiendo entre exclusión del trabajo y exclusión en el trabajo (Kessler, 2018, p. 9), y 

cuya potencia reside en que permite criticar la identificación que comúnmente se hace entre empleado e 

incluido y entre desempleado y excluido, poniendo de manifiesto el hecho de que estando empleado se 

puede estar sobreexplotado, mal remunerado, etc., y por tanto, “excluido” en cierto sentido respecto de 

determinados derechos laborales.  Es decir, lo que permiten estas distinciones es pensar en la exclusión y 

la inclusión social en términos de gradientes y no como un asunto de “todo o nada”. Y es que, en  efecto, 

la exclusión y la inclusión social generalmente no son absolutas sino que casi siempre son relativas. 

Incluso las personas más pobres, y por tanto, más excluidas de la sociedad, forman parte o están incluidas 

en el sistema de asistencia o socorro público (Paugam, 2007).  
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exige una lucha activa y sin descanso contra las diferentes formas de exclusión social 

que todavía tienen lugar en el presente.  

Por otra parte, conviene volver sobre lo dicho en la introducción y señalar que 

existen dos concepciones predominantes sobre la inclusión educativa en la literatura 

académica.  

La primera de ellas sobreentiende que esta tiene que ver únicamente con la 

integración escolar de personas con diversidad funcional (véase por ejemplo, Bello 

Domínguez y Guillén Guerrero, 2019; Chamorro-Pinchao et. al., 2021; Tárraga-

Mínguez et. al., 2020; Lima-Ribas y Tobar-Naranjo, 2021). En esta visión se presupone 

de cierta forma que los estudiantes sin discapacidad no pueden sufrir de procesos o 

dinámicas de exclusión educativa, como si su falta de discapacidades les hiciera 

automáticamente inmunes a la exclusión social (lo cual, por decir lo menos, resulta 

bastante ingenuo).  

Por otra parte, la segunda concepción predominante de la inclusión educativa 

remite fuertemente al tema de la interculturalidad. Desde esta perspectiva, el problema 

de la inclusión educativa son las desigualdades que se derivan de los prejuicios racistas 

y etnocéntricos que devienen en prácticas, discursos e instituciones que privilegian a 

unos grupos en detrimento de otros, generando exclusiones de y en la esfera educativa 

(véase por ejemplo Johnson y Antón, 2020; Garzón Castrillón y Bañol Pérez, 2017).  

 Pues bien, estas estrecheces en la concepción de la inclusión educativa 

constituyen un error que debe corregirse cuanto antes si se quiere tener una 

comprensión mínimamente adecuada sobre los fenómenos de la inclusión y exclusión 

en el sistema de educación. No sólo las minorías étnicas y las personas con discapacidad 

sufren o han sufrido de exclusión socioeducativa. La sociedad se encuentra estratificada 

de maneras muy diversas, existen multitud de grupos sociales subalternos o 
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históricamente oprimidos, y hay que tomar en cuenta dicha diversidad a la hora de 

hablar de dinámicas sociales de exclusión o inclusión.  
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Capítulo III. Metodología 

3.1. Método de investigación 

El método que se utilizó para la elaboración de este trabajo fue el análisis 

documental. Posiblemente no exista un método más humilde y sencillo: simplemente se 

exploran, recopilan y estudian documentos sobre la temática de interés y se construye 

un discurso “propio” a partir de ellos (Bassi, 2015, pp. 440-442).  

El término documento se refiere a la amplia gama de registros escritos y 

simbólicos, así como a cualquier material y datos disponibles. Los documentos 

incluyen prácticamente cualquier cosa existente previa a y durante la 

investigación, incluyendo relatos históricos o periodísticos, obras de arte, 

fotografías, memoranda, registros de acreditación, transcripciones de televisión, 

periódicos, folletos, agendas y notas de reuniones, audio o videocintas, extractos 

presupuestarios o estados de cuentas, apuntes de estudiantes o profesores, 

discursos, etc. (Erlandson et. al., 1993, p. 99). 

3.2. Criterios de inclusión de documentos 

En este caso en particular los documentos privilegiados para la construcción del 

marco teórico han sido análisis conceptuales de las nociones de inclusión y exclusión 

social publicadas por expertos y autoridades académicas sobre la cuestión, mientras que 

para el resto del trabajo se privilegiaron documentos como libros y artículos de revistas 

especializadas en educación ecuatoriana, procurando que procedan de disciplinas como 

la historia educativa y la sociología de la educación. Otros tipos de análisis –

económicos, politológicos, antropológicos, filosóficos– fueron, en general, evadidos, 

por cuanto el propósito de este trabajo no es agotar todos los puntos de vista desde los 

que se puede abordar el problema de las deudas históricas y retos pendientes de la 
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inclusión educativa en el Ecuador, sino, simplemente, elucidar el significado del 

sintagma inclusión educativa y elaborar un breve recuento histórico de las diferentes 

dinámicas de exclusión que han tenido lugar en el campo de la educación ecuatoriana. 

De ahí que se hayan favorecido los aportes de la historiografía y sociología educativas 

sobre el resto de aportes disponibles.  

Dicho esto, conviene aclarar que el trabajo también se nutre, aunque en menor 

medida, de notas periodísticas, boletines estadísticos del gobierno y –con el fin de 

contextualizar los procesos  político-educativos sobre los que se trata en cada caso– 

estudios económicos y políticos sobre diferentes periodos de la historia del Ecuador.  

3.3. Perspectiva teórica 

Por otra parte, sobra decir que el análisis documental no es una mera reunión 

(sin más) de ideas y datos sobre un tema, sino, como el nombre indica, un ejercicio 

analítico que se realiza sobre los documentos que se compilan. No se trata únicamente 

de citar a terceros, sino de elaborar puntos de vista propios a partir de los documentos 

consultados para de esta manera contribuir en algo a la discusión sobre el tema tratado.  

Ahora bien, los materiales seleccionados necesariamente han de ser valorados, 

examinados y articulados desde unas coordenadas teóricas e ideológicas determinadas 

(las del autor o autora). Esto quiere decir, entre otras cosas, que la escritura sobre 

asuntos sociales nunca puede ser absolutamente neutral u objetiva. De hecho, ni siquiera 

la selección de documentos o la lectura, escucha o visualización de los mismos se puede 

realizar desde la neutralidad, porque la selección siempre supone criterios que la 

anteceden, y la lectura, escucha o visualización viene necesariamente cargada de teorías 

y conceptos (Chalmers, 1984, pp. 39-58). Como sabían ya Galeno y los estoicos: “no es 

el ojo el que ve, sino el logos a través del ojo” (Bueno, 2000, p. 68).   
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Pues bien, en el caso de este trabajo, la historia que aquí se ofrece, si bien intenta 

ser fiel a los hechos y se aparta de exageraciones ideológicas o interpretaciones forzadas, 

no es, de ninguna manera, neutral, sino que parte de una perspectiva izquierdista e 

interseccional. Es decir, de una mirada que entiende que existen múltiples estructuras y 

relaciones de dominación social que se vinculan de maneras complejas y tienden a 

concentrar ventajas y privilegios entre ciertos “tipos” de personas en detrimento de los 

derechos y condiciones de vida del resto4; y que, así las cosas, lo más deseable sería 

encaminar las acciones políticas del gobierno y la ciudadanía hacia la configuración de 

mecanismos que permitan avanzar hacia una distribución más igualitaria del poder y la 

riqueza, y no hacia una mayor profundización de las brechas sociales existentes.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                

4 Para una elaboración más detallada sobre la interseccionalidad véase la obra de Hill Collins y Bilge 

(2019).   
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Capítulo IV. Breve Historia De Los Procesos de Exclusión Social en el Ámbito 

Educativo Ecuatoriano 

4.1. La educación en la Colonia y la Gran Colombia  

  Durante la época colonial la educación a la que se podía acceder dependía, en 

primer lugar, de factores fenotípicos, y en segundo lugar, de cuestiones 

socioeconómicas.  

Como es bien sabido, los más privilegiados eran los blancos españoles, sobre 

todo los que pertenecían a familias nobles o propietarias de grandes tierras. A diferencia 

de mestizos e indígenas, ellos no tributaban y acaparaban las posiciones de poder más 

importantes (Williamson, 2013, pp. 121-168). Por su parte, los esclavos negros 

importados de África tampoco tributaban, aunque debido a un motivo muy distinto; a 

saber: porque no se los consideraba “personas” sino herramientas. 

Los descendientes de españoles, recibían educación de rudimentos o de 

“primeras letras” (aritmética, lectoescritura y, por supuesto, doctrina cristiana5) y una 

vez cumplidos los veinte años, podían acceder a la educación universitaria o superior. 

 En contraste, durante la mayor parte del periodo colonial, los únicos indígenas 

que recibían educación de rudimentos eran los hijos de caciques, puesto que estos tenían 

una posición social de mucha importancia dentro de la estructura de la sociedad 

hispanoamericana. El resto de indígenas, en cambio, fueron excluidos desde el principio 

y por principio de la enseñanza de las primeras letras ya que no se los consideraba aptos 

para aprender. En vez de eso recibían lecciones de doctrina cristiana en los patios de los 

conventos, mientras que los estudiantes propiamente dichos recibían clases en las aulas. 

En cualquier caso, dado que la educación era un fenómeno fundamentalmente urbano, la 

                                                

5 Vale la pena mencionar que en ciertos casos también se les enseñaba canto, música y buenas costumbres 

(Reyes, 1984). 
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mayor parte de jóvenes indígenas no recibieron ningún tipo de instrucción durante este 

periodo6.  

 Por su parte, el grueso de la población femenina durante la colonia nunca supo 

escribir “ni su nombre ni en su nombre” (Bermúdez, 2015, p. 35). La inmensa mayoría 

de mujeres de la época no recibía más que educación doméstica, y sólo algunas 

accedieron a las primeras letras. Las mujeres  

se encargaban de las pequeñas economías de la casa, de pequeñas tiendas y 

negocios. Sabían sumar y restar, pero no sabían leer ni escribir. A este grupo 

pertenecían generalmente mestizas, cholas, mulatas, blancas pobres. [Y por otro 

lado existía una minoría de mujeres] venidas de las élites criollas, de la nobleza 

capitalina, que o tenían institutoras particulares en sus casas, o disponían de 

suficientes recursos para ingresar a un convento y seguir allí una instrucción 

mucho más avanzada que la recibida en su casa. Estas no sólo conocían las 

operaciones básicas de las matemáticas. También sabían leer y escribir. Y tenían 

acceso a los libros de literatura universal, artes, historia sagrada (Bermúdez, 

2015, p. 35). 

Afortunadamente, durante las últimas décadas del siglo XVIII esta situación 

empezó a cambiar con la evolución educativa de la ilustración española introducida por 

las reformas borbónicas (Reyes, 1984, p. 18). Así, la instrucción de las primeras letras 

se convirtió poco a poco en una posibilidad abierta a todos los sectores sociales. 

En la idea de ilustrar y civilizar a las poblaciones, incluyendo a la mujer bajo el 

argumento de que «sin su reforma mal podían reformarse sus hijos», se fomentó 

                                                

6  Difícilmente se podría decir que quienes sí recibieron instrucción formal fueron, en general, 

“afortunados”, puesto que los maestros (todos ellos españoles) solían comportarse como tiranos con sus 

alumnos. Y es que para la mentalidad pedagógica de la época “la sabiduría no se adquiere sino a fuerza de 

castigos” y “los azotes, aunque lastiman un poco el cuerpo, dan salud al alma” (Payno, 1982, pp. 69-70). 
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el acceso a los conocimientos útiles y a la formación moral, mediante la lectura, 

la escritura, la matemática básica y la doctrina cristiana, materia ésta que en 

realidad actuaba como un eje transversal porque daba contenido a la enseñanza 

de las dos primeras. Los Borbones también usaron la enseñanza de las primeras 

letras como un instrumento de adoctrinamiento cultural de las poblaciones 

indígenas y negras, estrategia que en buena parte pretendía «civilizar» a través 

de la castellanización (Terán Najas, 2010, p. 37). 

Por otra parte, la historiografía contemporánea demuestra que los estudiantes 

que se desviaban de la moral sexual predominante, sea a través de conductas 

homosexuales, sea a través de otras expresiones de género “inapropiadas”, eran severa y 

brutalmente castigados (Cruz, 2003, pp. 121-122; Moscoso, 2012; Reyes, 1984). De tal 

suerte que la única alternativa a la crueldad disciplinaria de los maestros (y de la 

sociedad en general) era el disimulo y la autorepresión, con todos los problemas 

psicológicos y sociales que ello provoca (DiPlacido, 1998; Huebner et. al. 2021).  

Posteriormente, durante el periodo grancolombino, y con el fin de ampliar los 

servicios educativos y alfabetizar a quienes constituirían la nueva ciudadanía 

republicana, se intensificó la creación de escuelas públicas y se promovió el modelo 

lancasteriano de enseñanza mutua. Bajo este modelo, los escasos docentes disponibles 

se concentraron en la instrucción de los alumnos más listos y mayores para que estos 

hagan las veces de profesores del resto de alumnos. La principal ventaja de este modelo, 

como es evidente, es que permitía ampliar el servicio de enseñanza sin apenas tener que 

gastar dinero en la contratación y formación de nuevos docentes.  

Durante esta etapa se crearon varias escuelas lancasterianas y se consideró a la 

educación como el elemento clave para transicionar desde la colonia y el vasallaje, a la 

república y la ciudadanía. De acuerdo con el discurso ilustrado de la época, el sistema 
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educativo debía servir para “socializar los valores republicanos y ayudar al 

reordenamiento de la estructura social a través de un principio de meritocracia que 

desterrara los antiguos privilegios estamentales” (Terán Najas, 2015, p. 20). No obstante 

este discurso igualitarista y universalista no se concretó ni siquiera en el plano formal de 

las políticas educativas. Al contrario, la educación durante la época grancolombina, al 

igual que ocurrió durante la Colonia, estaba orientada a garantizar las condiciones de 

subordinación de mujeres, indígenas y afros, y a castigar cualquier desvío de la 

normativa sexual y de género.  

Los centros de enseñanza estaban en manos de la Iglesia y la falta de dinero y 

capacidad administrativa hizo imposible que la educación se ampliara lo suficiente. A 

pesar de que se había declarado la gratuidad y uniformidad de la enseñanza pública “en 

toda Colombia” (Torrejano, 2011, p. 12), la creación y mantenimiento de las escuelas 

dependía de las insignificantes cajas municipales y del dinero de la propia población. Y 

para colmo, y a pesar de la pobreza de la república, las familias que no llevaban a sus 

hijos a la escuela debían pagar una multa, puesto que así obligaba la ley (Terán Najas, 

2015, p. 35). 

4.2. La educación en los primeros años de la república ecuatoriana 

Ahora bien, la etapa posterior, una vez acabada la confederación colombiana, no 

fue mucho mejor para la educación del pueblo.  

Si en el año 1825 … se registraban alrededor de 165 escuelas y cerca de 5.000 

estudiantes [en el Departamento del Sur], en 1841, 16 años después, [y ya en la 

República del Ecuador,] el total de escuelas no pasaba de 170 (138 de niños y 31 

de niñas) y el universo de estudiantes era de 4.869 (Terán Najas, 2015, p. 41). 
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 Es decir, tras 11 años de establecida la república del Ecuador, se habían creado 

tan solo 5 escuelas nuevas y la desigualdad educativa entre hombres y mujeres 

permanecía inalterada en relación al periodo anterior. Además, la educación seguía 

siendo un fenómeno eminentemente urbano, privilegio de unos pocos, y que se 

diferenciaba discriminatoriamente en sus contenidos según la enseñanza estuviera 

dirigida a hombres o mujeres, indígenas, afroecuatorianos o blanco-mestizos, pobres o 

ricos.  

A las niñas se las educaba en oficios “propios de su sexo” como costura, 

bordado, buenas costumbres, y otros saberes necesarios para la vida en el hogar, ya que 

en el ideal de sociedad propio de la clase política, de la Iglesia y de la población en 

general, el rol de la mujer debía limitarse a la inmanencia de la esfera doméstica. Más 

en concreto, al mantenimiento de la vivienda y a la formación en valores y buenas 

costumbres de los hijos e hijas del hogar (Goetschel, 2007, pp. 45-47).   

 Este tipo de ideas sobre la mujer y su rol en la sociedad permanecieron con 

normalidad dentro de los discursos oficiales del Estado durante los siglos XIX y XX. 

Aunque a día de hoy, en pleno siglo XXI, suelen reaparecer de vez en cuando entre 

representantes de la derecha política. 

4.3. La educación durante el periodo garciano 

Durante los gobiernos de García Moreno (1860-1865; 1869-1875), y bajo la idea 

de que “los hombres hacen las leyes y las mujeres las costumbres”, y de que sin buenas 

costumbres la civilización está llamada a la decadencia, se impulsó la educación de 

niñas a través de órdenes religiosas que tenían como misión instruir a sus alumnas en 

contenidos básicos de educación, pero también (y sobre todo) en moral religiosa, buen 

comportamiento y administración del hogar. El proyecto educativo garciano quería 
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consolidar el rol de la mujer como esposa sumisa, madre abnegada y buena católica 

(Goetschel, 2007, p. 48).  

Sin embargo, hay que reconocer el hecho de que el esfuerzo de los gobiernos 

garcianos dio como resultado algunos avances bastante notables en lo que a instrucción 

pública se refiere.  

Ante la carencia de maestros [García Moreno] optó por el respaldo de los 

Hermanos Cristianos para atender la primaria y de los jesuitas para hacerlo con 

la secundaria. Contrató profesores colombianos porque el país no tenía los 

suficientes. Por primera vez se introdujeron materias como ciencias naturales, 

química o física en la secundaria. Además, creó granjas agrícolas, un normal 

para indígenas en la Sierra a cargo de los Hermanos Cristianos y otro en la 

región amazónica a cargo de los jesuitas. Se preocupó por renovar la Escuela 

Militar [y bajo la idea de que] la universidad [Central de Quito] solo entregaba 

médicos y una cantidad incontenible de abogados, García Moreno dispuso su 

disolución (las facultades pasaron a ser Escuelas Superiores) y en su lugar 

estableció la Escuela Politécnica, fundada el 27 de agosto de 1869, destinada 

exclusivamente a formar profesores de tecnología, ingenieros civiles, 

arquitectos, maquinistas, ingenieros de minas y profesores de ciencias. Se trató 

de una institución pública, gratuita y complementada con becas para estudios. El 

presidente estaba personalmente convencido que, sin educación universitaria 

rigurosa, sin la promoción de las ciencias, sin investigación científica, Ecuador 

no progresaría (Paz y Miño, 2021, párrafos 4 y 5). 

 No obstante, la enseñanza en este periodo seguía siendo considerablemente 

rígida y deficiente, y, a pesar de que entre 1867 y 1875 se pasó de 13,495 estudiantes a 

32,000, y en 1871 se declaró la obligatoriedad de la educación de niños y niñas, la 
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cobertura educativa seguía siendo extremadamente baja y desigual, en parte debido a la 

falta de institutores, edificios, vías de comunicación adecuadas para que niños y niñas 

concurrieran a las escuelas, y por la resistencia de varios padres y madres de familia 

para que las niñas estudien. En un mensaje de García Moreno al Congreso de 1875, el 

entonces presidente ecuatoriano admitía con desazón que, del total de estudiantes en ese 

año, “las niñas no llegan sino a la 4a parte” (García Moreno, 1875, p. 7). Además, en ese 

periodo prácticamente no se tomaba en cuenta a las poblaciones indígena y afro, y la 

educación seguía siendo un asunto de citadinos más o menos acomodados. 

4.4. La educación desde la revolución liberal-radical hasta el liberalismo 

moderado: 1895-1925 

Posteriormente, en el gobierno de Ignacio de Veintemilla (1876-1883) –que es la 

antesala de la revolución liberal propiamente dicha–, y por primera vez en la historia del 

Ecuador, se estableció a la educación como un derecho civil. En el artículo 17, numeral 

12 de la Constitución de 1878 se declaraba que “La enseñanza primaria, obligatoria y 

gratuita, y la de artes y oficios, deben ser costeadas por los fondos públicos”. 

 El problema, sin embargo, es que el Estado no se responsabilizaba de costear los 

niveles de educación secundaria y universitaria, sino sólo la primaria y la “de artes y 

oficios”.  Además, el presupuesto para la educación era bastante escaso debido a que los 

fondos públicos se despilfarraron desvergonzadamente, y en buena parte, tan solo para 

el enriquecimiento personal del propio Veintemilla (Ortiz Crespo, 1988, pp. 233-240).   

 Ahora bien, durante el periodo liberal-radical (1895-1912)7 el gobierno intentó 

llevar adelante un proyecto de secularización, laicización y unidad nacional. Así, con 

                                                

7 Este periodo comprende distintas administraciones: dos de Eloy Alfaro (1895-1901; 1906-1911), una de 

Leonidas Plaza (1901-1905) y una muy breve de Lizardo García (septiembre de 1905-enero de 1906). 
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estos objetivos en mente la educación adquirió una importancia aún mayor que la que 

había tenido hasta entonces. La idea era que había que desplazar al clero del control 

educativo y dejar la instrucción pública en manos del Estado laico. De esta manera la 

esfera educativa se convirtió en un espacio en disputa con la Iglesia.  

Desde un comienzo, algunas de las principales propuestas de reforma de los 

cuadros liberales consistieron en implementar la enseñanza laica y obligatoria y 

suprimir los conventos y monasterios.  

Sin embargo, el agitado clima sociopolítico del momento disuadió a los liberales 

de tratar de imponer el laicismo educativo en el país. En la discusión sobre la Ley de 

Instrucción Pública de 1897, el diputado liberal Wenceslao Ugarte se opuso a que la 

religión formara parte de la malla curricular obligatoria y recibió la siguiente respuesta 

de su colega (también liberal) Manuel Cueva:  

es necesario atender a que la eliminación de la enseñanza religiosa traería un 

trastorno social inevitable. En su mayor parte los ecuatorianos son católicos. 

Este es un hecho que nadie lo puede negar. Y dado que se aprobara dicha 

eliminación, estoy seguro, el Ecuador entero se conmovería; lo cual hasta por 

propia conveniencia debemos impedir a todo trance (BAEP, 1897, pp. 1218-

1219, citado en Orquera, 2013, p. 42). 

Pero hubo al menos dos motivos adicionales por los que no fueron posibles las 

reformas educativas laicas.  

En primer lugar hay que señalar la inoperancia e inestabilidad administrativa del 

gobierno. Durante los dos primeros años del primer mandato de Eloy Alfaro (1895-

1901) la instrucción pública no tenía un ministerio propio. La creación de un ministerio 

                                                                                                                                          
Dicho sea de paso, Leonidas Plaza volvió a gobernar entre 1912 y 1916, pero para ese entonces este ya se 

había desmarcado del liberalismo-radical y se había convertido en la cabeza del liberalismo moderado. 
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específico para la administración de la educación sólo tuvo lugar a partir de la Ley de 

Instrucción Pública de 1897, pero “solo se designó al ministro, Rafael Gómez de la 

Torre, un año después, en 1898” (Orquera, 2013, p. 52). Y debido a un error en la 

redacción de dicha Ley,  el ministro no tenía el poder para llevar adelante acciones o 

exigir el cumplimiento de normas.  

En segundo lugar hay que señalar la falta de recursos económicos para la 

educación pública. Desde el inicio del periodo liberal-radical, y por decreto de Alfaro, 

los sueldos de los oficiales y la tropa aumentaron en un 100% (Ayala, 2002, p. 276) y 

debido a que el gobierno priorizó el sostenimiento del ejército, una buena parte de los 

fondos originalmente destinados a la educación fueron reorientados a este sector.  

En una declaración hecha en 1899 por el director de Estudios de Loja, Juan Ruiz, 

se describía la situación financiera de la instrucción pública en los siguientes términos:  

desde la transformación política no ha habido año en el cual se haya pagado 

íntegramente a los preceptores [es decir, a los docentes], estableciéndose de esta 

manera nada menos que una especie de contribución forzosa a la clase más 

desvalida y que más derecho tiene a su retribución. En cada año cada institutor 

ha perdido, por lo menos tres meses de su sueldo, y en el presente vamos a 

finalizar los cursos sin que desde Enero se pague absolutamente nada (Orquera, 

2013, p. 49). 

Ahora bien, a pesar de que la Ley de 1897 mantuvo la obligatoriedad de la 

educación religiosa, al menos no obligó a docentes a profesar una fe particular, ni 

sancionó a quienes no fueran católicos (Bermúdez, 2015, p. 203). Tres años después, en 

la reforma de 1900 a la Ley de Instrucción Pública se colocó al Ministro como principal 

autoridad del ramo, subsanando el error cometido en la Ley de 1897. Y en la 

Constitución de 1905, durante el brevísimo gobierno de Lizardo García, se estableció el 
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carácter laico dentro de la enseñanza ofrecida por el Estado (Orquera, 2013, p. 36). No 

obstante, la mayor parte de centros educativos seguían en manos de órdenes religiosas, 

los textos escolares eran elaborados por la Iglesia, los docentes escaseaban, no se 

contaba con infraestructuras y materiales educativos adecuados o suficientes, y la falta 

de dinero impedía avanzar hacia una mayor modernización y expansión de la oferta 

educativa pública. En palabras de la historiadora Katerinne Orquera,   

además de los problemas con los maestros y los materiales pedagógicos, la 

provisión de recursos económicos no mejoró … pues el presupuesto alcanzaba 

para cubrir solo lo básico, con lo cual era imposible emprender mejoras. En 1900 

las entradas por timbres que le correspondían a la instrucción primaria –

proyectadas en 500.000, y ya de por sí bajas– solo llegaron a 229.000 (Orquera, 

2013, p. 54) 

Durante todo el periodo liberal persistieron en mayor o menor medida todos los 

problemas hasta ahora mencionados. Existió un crecimiento lento pero constante de la 

oferta educativa pública, pero la escasez de escuelas, normales, infraestructura, 

materiales educativos y presupuesto, así como la existencia de fuertes desigualdades 

sociales y tendencias discriminatorias, persistieron.  

Dicho esto, conviene subrayar que la laicización de la instrucción pública sí 

consiguió incorporarse, aunque tímidamente, en el ámbito de la enseñanza de varones. 

Pero para las mujeres las cosas fueron distintas, pues la falta de capacidades del Estado 

forzó a los cuadros liberales-radicales a dejar su instrucción formal en manos de la 

Iglesia.  

Por otro lado, una manera novedosa en que la administración liberal-radical 

incorporó a las mujeres en la agenda pública fue a través de iniciativas para su inserción 

económica (Orquera, 2013, pp. 68-89). La idea –bastante machista, por cierto– era que 
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el trabajo evitaría la degradación moral de las mujeres mientras el Estado sustituía a la 

Iglesia en el proceso de laicización. El plan que tenían en mente los dirigentes liberales 

era, por un lado, establecer institutos de educación industrial para que las mujeres 

aprendan oficios que les otorguen independencia económica, y por otro lado, fortalecer 

la presencia de las mujeres en el magisterio creando normales femeninas. 

Sin embargo, el primero de estos planes no se concretó sino hasta 1912, cuando 

el periodo liberal-radical ya había terminado, quizás “porque no existía un proyecto de 

industrialización nacional en el que dicho[s] instituto[s] pudiera[n] inscribirse” (Orquera, 

2013, p. 92). Y el segundo plan, en cambio, sí se materializó, aunque no sin fuertes 

dificultades. Según el historiador Milton Luna, “fue altamente difícil el reclutamiento 

para la formación de los docentes normalistas. En 1905 se graduaron las primeras siete 

maestras, en 1906 se titularon doce y en 1912 culminaron sus estudios 16” (Luna, 2011, 

pp. 51-52).  

Con respecto a la población indígena, al inicio del periodo estudiado, en 1895, el 

gobierno de Alfaro ordenó crear 

escuelas especiales para la educación de los indios, a fin de que puedan adquirir 

los derechos y cumplir los deberes de la ciudadanía. En todo fundo donde 

hubiere más de veinte indios inscritos en él, el amo estará obligado a hacer que 

concurran diariamente a la escuela más inmediata los indios niños hasta que 

cumplan la edad de catorce años. Si no hubiere escuela inmediata, el amo la 

establecerá gratuitamente en el mismo fundo (Martínez, 2009, p. 178).  

Sin embargo, la medida del gobierno, en general, no fue aplicada, ya que los 

hacendados se resistieron fuertemente a que los niños y niñas indígenas vayan a la 
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escuela o reciban educación en absoluto8. Por otra parte, es interesante notar la lógica de 

apartheid contenida en la  disposición citada: los indígenas no podían estudiar junto al 

alumnado blanco-mestizo, sino que tenían que hacerlo en aislamiento, marginados. Y 

para rematar, la educación de la población indígena dependía en última instancia de la 

voluntad de los “amos”9.  

Así, podemos concluir que la radicalidad del liberalismo radical fue más 

discursiva que práctica. Como señala acertadamente Katerinne Orquera, el liberalismo 

radical no fue tanto un momento de realizaciones como “un momento de cambio de 

ideas matrices” (2013, p. 89). Sin embargo, no se puede dejar de reconocer lo que tuvo 

de positivo este periodo en materia de instrucción pública: se declaró el laicismo 

educativo, se crearon escuelas y colegios laicos, se instituyeron normales laicas para la 

conformación de un magisterio de inclinaciones más liberales y se institucionalizó la 

educación pública. Todo esto dio pie a una mayor modernización y expansión de la 

educación formal en los años sucesivos. Aunque, como veremos, estas transformaciones 

no se dieron de manera lineal o libre de contradicciones. 

                                                

8 A propósito, la educadora kichwa otavala y funcionaria de la DINEIB, Lourdes Conteron, recuerda que 

incluso “si uno tenía su hijo en la escuela, los patronales decían [a las autoridades de los centros 

educativos] que a este no lo reciban porque este es comunista, este es roba tierras” (González, 2015, p. 

82). 

9 En continuidad con las épocas previas al nacimiento de la República en 1830, durante el periodo liberal 

la mayor parte de la fuerza de trabajo carecía por completo de libertad. El proceso productivo en nuestros 

territorios no se basaba en el trabajo asalariado (este era extremadamente minoritario) sino en el trabajo 

forzado, prácticamente esclavista, y en el peonaje por deudas (véase Chiriboga, 2013; Acosta, 2006). 

Durante su primer siglo de existencia el Ecuador vivió bajo un régimen oligárquico y racista edificado 
sobre la propiedad latifundista (hacienda, plantación, estancia) y la subordinación de la vasta población 

trabajadora  indígena. La clase dominante estaba compuesta por grandes propietarios, comerciales, 

banqueros (surgidos a mediados del XIX) e industriales (surgidos entre finales del XIX y principios del 

XX), todos ellos criollos, que dominaban prácticamente por completo los poderes del Estado y 

concentraban casi toda la riqueza existente en el territorio nacional. Este estado de cosas se mantuvo más 

o menos igual hasta la Revolución Juliana de 1925-1931, que superó en buena medida el régimen 

oligárquico mediante la creación de una nueva institucionalidad pensada en favor de las mayorías (Paz y 

Miño, 2013). Sin embargo, y a pesar de todo, el sistema hacienda no terminó de morir sino hasta las 

décadas de 1980-90 ya que “el poder económico, social y político [de la clase hacendada] fue tan grande 

que … desoyó y burló las normas legales y los derechos” (Fiallo, 1992, p. 10).  
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Por otra parte, en el periodo del liberalismo moderado (1912-1925), el pilar 

fundamental de la reforma educativa fue el normalismo, el cual se desarrolló, entre otras 

cosas, gracias a pedagogos y educadores del extranjero. 

Entre las misiones técnicas extranjeras que impulsaron el establecimiento de los 

normales en el Ecuador se destacaron las misiones alemanas de 1914 y 1922. 

Los alemanes no solo asesoraron en aspectos puntuales de tipo curricular y 

didáctico, sino que contribuyeron para sentar las bases de una nueva cultura 

pedagógica [y de] un nuevo régimen escolar, que incluía cambios visibles tanto 

en la planificación educativa como institucional (Terán y Soasti, 2006, p. 42).  

A esto hay que añadir como otro punto a favor del liberalismo moderado la 

sólida expansión de la educación fiscal. Según Enrique Ayala Mora (1994, p. 294; 

citado en Terán y Soasti, 2006, pp. 44-45), de las 1.551 escuelas primarias que existían 

en 1911, el 77% (1.197) eran fiscales. Y luego de treinta años, en 1941, la cantidad total 

de escuelas era de 3.114 y el 79% (2.470) eran, asimismo, fiscales. Además, en ese 

mismo año, de los 44 centros de educación secundaria, el 56% (24) eran de fondos 

públicos, frente al 44% (20) de unidades particulares. 

Ahora bien, estos avances conseguidos en la primera mitad del siglo pasado no 

deben oscurecer los retrocesos, contradicciones y formas de exclusión socioeducativa 

que tuvieron lugar en esa misma época.  

A inicios del siglo XX, el 74,14% de la población en edad escolar era analfabeta, 

y para 1940 lo era el 70,5%. Esto debido fundamentalmente a que la población indígena 

fue excluida del sistema de instrucción pública a pesar de que en ese entonces constituía 

la mayoría poblacional (Madrid, 2019, p. 9).  

4.5. La educación entre el asistencialismo velasquista y el desarrollismo: 1934-1972 
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Entre las décadas de 1930 y 1940 la educación particular y religiosa se fortaleció, 

introduciendo profundas desigualdades en la esfera educativa nacional, sobre todo en 

términos de calidad educativa.  

Los principales responsables de este fenómeno fueron José María Velasco Ibarra 

y sus acólitos en el gobierno.   

Luego de su primera presidencia durante el breve periodo que va desde 

septiembre de 1934 hasta agosto de 1935, Velasco Ibarra gobernó el país desde 1944 

hasta 1972 siendo interrumpido por los intervalos presidenciales de Galo Plaza (1948-

1952) Camilo Ponce (1956-1960), la Junta Militar de Gobierno (1963-1966) y Otto 

Arosemena (1966-1968).  

Durante sus dos primeras administraciones (1934-1935; 1944-1947) el ex 

mandatario asignó recursos económicos a los centros de enseñanza particulares y 

confesionales en detrimento de una mayor financiación de los centros educativos 

públicos. Para Velasco Ibarra la función primordial de la educación era moralizar la 

sociedad, y a su juicio, la mejor manera de lograrlo era a través del cristianismo.  

Por otra parte, el ex presidente tenía una concepción racista del ser humano 

según la cual las personas no blancas (mayoritarias en nuestro país) eran naturalmente  

defectuosas de carácter y necesitaban de una formación cristiana para corregir sus 

“bajezas biológicas”. En un mensaje de 1935 al Congreso de la República, Velasco 

Ibarra declaraba animosamente que 

Se puede corregir los defectos de una raza. El espíritu puede modificar 

lentamente el temperamento como en la naturaleza abre túneles, impera sobre 

los aires. Fomentemos la moralidad, la verdadera moralidad, la enseñada por el 
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cristianismo, que es la única auténtica moralidad … La enseñanza laica espera 

una verdadera inyección de moralidad (Terán y Soasti, 2006, pp. 49-50). 

Sea como sea, las acciones en favor de la educación particular y confesional 

favorecieron una situación inequitativa en el escenario educativo del país. En la 

Constitución de 1946 se estableció una subvención a la educación privada y confesional 

equivalente al 20% del presupuesto de la educación estatal (Uzcátegui, 1975). 

Las escuelas privadas, además de contar con las pensiones de los padres de 

familia, contaban con el apoyo económico del Estado. Mientras que las escuelas 

públicas contaban únicamente con el apoyo estatal y, por tanto, tenían menos 

posibilidades económicas de superar la calidad de su sistema educativo (Salgado, 

2016, p. 24). 

El moralismo de corte cristiano que tenía el presidente era muy notorio. Sin 

embargo, Velasco Ibarra no actuó en contra del principio laico de separación de la 

religión y la política. La educación pública y el magisterio continuaron siendo 

formalmente laicos.  

Pasando a otro tema, vale la pena mencionar que las cifras de abandono escolar 

a inicios del periodo eran tremendamente escandalosas. En un informe sobre la 

situación de la educación para la etapa de 1947-1948, el entonces ministro de educación 

Gustavo Darquea Terán (1949; citado en Luna, 2014, p. 32) señalaba que se 

matricularon 117.534 estudiantes para primer grado, pero sólo 12.538 para sexto grado. 

Con lo cual, había un 90% de abandono escolar.  

Ahora bien, a partir de la década de 1950 el Ecuador adoptó, en consonancia con 

la mayoría de países latinoamericanos, medidas económicas de planificación del 

desarrollo promovidas fuertemente por organismos internacionales como CEPAL, 
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UNESCO, etc. Entre dichas medidas se encontraba la expansión de la educación pública, 

entendida ahora desde la óptica de  la teoría del capital humano. Según esta teoría la 

inversión en el factor trabajo contribuye sustancialmente al aumento de la productividad 

de los demás factores de producción, impulsa el progreso técnico y la eficiencia, y, en 

consecuencia, promueve el crecimiento económico.  

Así, en 1954, bajo la tercera presidencia de Velasco Ibarra, se crea la primera 

institución pública de estudio de la realidad nacional para la elaboración de planes y 

programas estatales, y en 1960 se crea el Departamento de Planificación Integral de la 

Educación en el Ministerio de Educación Nacional.  

En general, la política educativa anterior a 1960 no prestaba mayor atención a la 

educación en áreas rurales o a la formación de profesores “siendo muy considerable el 

número de enseñantes que ejercían sin tener la titulación requerida” (Ossenbach, 1999, 

p. 45). Existían profundas desigualdades de calidad educativa entre el campo y la ciudad, 

entre otras cosas porque se ofrecían tan solo cuatro años de estudios primarios en las 

zonas rurales, mientras que en las zonas urbanas se completaban seis. Además, sólo la 

aprobación de la primaria urbana acreditaba a los estudiantes para ingresar a la 

secundaria. 

Esta situación se revirtió a partir de las luchas y descontentos sociales que 

presionaron a la clase política para que finalmente, en 1964, se reformara el sistema 

educativo. Entre los cambios más importantes que tuvieron lugar gracias a la reforma 

podemos señalar lo siguiente: se consiguió que la cantidad de años de educación 

primaria en el campo fuera también de seis años, se mitigó el problema del abandono 

prematuro de niños y niñas del sistema educativo y se extendió considerablemente la 

cobertura de la instrucción pública a nivel nacional.  
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En lo que tiene que ver con la educación superior, entre 1952 y 1973  se crearon 

siete universidades técnicas que se sumaron a las cinco universidades públicas que ya 

existían en el país (dos en Quito, una en Guayaquil, una en Cuenca y otra en Loja) 

(Ossenbach, 1999, p. 53).  

A mediados de la década de 1960 organizaciones estudiantiles consiguieron 

presionar a las autoridades para que se suprima el examen de ingreso a la secundaria, y 

en 1969, producto de manifestaciones multitudinarias de estudiantes de secundaria, 

bachillerato y universidad, se eliminaron asimismo los exámenes de ingreso para la 

educación superior, “hecho que propició una rápida expansión de la matrícula 

universitaria con la participación de las capas medias y otros sectores sociales más bajos” 

(Chamorro, 1980, p. 117). Lastimosamente, los estudiantes de colegio y de universidad 

que lucharon por el libre acceso fueron baleados durante las jornadas de protesta por las 

autoridades del orden, y un año después, en 1970, la Universidad Central fue clausurada 

y asesinaron al presidente de la Federación de Estudiantes Universitarios del Ecuador 

(FEUE), Milton Reyes10.  

Por otro lado, conviene mencionar que en esta misma época empezó una 

importante tendencia de multiplicación de convenios internacionales para implementar 

proyectos educativos en el país. Entre las organizaciones internacionales que, producto 

de dichos convenios llegaron al país para ejecutar programas educativos, conviene 

destacar a aquellas que se enfocaron en la educación de las poblaciones indígenas, como 

el Instituto Lingüístico de Verano (ILV)  llegado al país en 1952, la Misión Andina del 

Ecuador (MAE) que empezó operaciones en 1956, y la Agencia de Cooperación 

                                                

10 Además de FEUE, la Federación de Estudiantes de Secundaria (FESE) y colegios como el Mejía y el 

Central Técnico, por nombrar sólo algunos, fueron actores políticos populares de mucha importancia 

durante la segunda mitad del siglo XX (véase Aguirre, 2019; Luna, 2014, pp. 110-120).  
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Técnica Alemana (GTZ, por sus siglas en alemán) que realizó su primera acción 

educativa en suelo ecuatoriano en 198611.  

El objetivo de dichas instituciones era estudiar los idiomas vernáculos de las 

poblaciones originarias y promover  “la integración del indígena a la sociedad, la 

evangelización, o la inserción en el mercado, entre otros. Intenciones todas que forman 

parte del proyecto de Estado homogéneo, que se ha querido difundir y consolidar en 

muchos países del continente” (González, 2011, p. 33). 

La tónica general [del periodo analizado] fue la de la expansión acelerada del 

sistema educativo y la atención a la alfabetización. Sin embargo, a pesar de que 

se elaboraron medidas de planificación del desarrollo, los gobiernos velasquistas 

[en general] se caracterizaron por prescindir de [la] planificación, adoptando más 

bien medidas de tipo asistencial … Algunos autores han señalado que el 

velasquismo fue causa de no pocos desórdenes financieros y administrativos, que 

imposibilitaron la realización de un programa de desarrollo coherente y 

articulado. En ese sentido, los gobiernos velasquistas contrastarían con los 

afanes desarrollistas de Galo Plaza o con la política planificadora de la Junta 

Militar de 1963-1966, pero el resultado de ambas políticas, asistencialista y 

planificadora, redundaron a lo largo de todo este período en beneficio de la 

extensión de la educación pública (Ossenbach, 1999, p. 44).  

Los treinta años que van desde 1950 hasta 1980 fueron testigos de la 

consolidación de la educación fiscal, un aumento bastante significativo de la oferta 

                                                

11 El ILV fue una institución cristiana estadounidense que tenía por objetivo principal evangelizar a los 

pueblos indígenas de América Latina y contribuir a diseminar la filosofía proestadounidense de la época. 

Por su parte, MAE, que también operó en otros países de la región, se dedicó a la formación técnica de 

indígenas, a la provisión de ciertos servicios sociales y educativos y a la entrega de becas a indígenas para 

ejercer como docentes rurales. Y por último, la GTZ, que desplegó sus actividades en varios países de la 

región, implementó programas educativos experimentales dirigidos principalmente a niños y niñas 

kichwahablantes de nivel primario (González, 2011, p. 33).  
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educativa pública y de la matrícula en primaria, secundaria y educación superior, una 

fuerte disminución del analfabetismo y un incremento sostenido del presupuesto para la 

educación, sobre todo en los años setenta debido a las rentas del boom petrolero. En 

efecto, entre 1959 y 1976 la tasa de matrícula en primaria aumentó de 71,1% a 92,2% 

(de 566.805 menores matriculados a 1´254.850), la de secundaria se triplicó de 11,6% a 

40,5% (se pasó de 63.222 matriculados a 382.711), el número de docentes se duplicó 

pasando de 14.195 a 33.297, y la tasa de deserción educativa se redujo de 22,9% a 6,4%. 

Además,  el presupuesto para educación con relación al presupuesto general del Estado 

pasó de 15,64% en 1940 a 25,21% en 1979 (Luna y Astorga, 2011, pp. 295-297), el 

analfabetismo entre la población mayor de 15 años descendió desde el 44% en 1950 

hasta un 16,5% en 1980 (Ossenbach, 1999, p. 50), y la población de mujeres en la 

educación superior creció de 732 en 1952 a 92.251 en 1981 (Arellano, s.f., p. 39; citado 

en Ycaza, 1994, p. 102).  

Sin embargo, y en contraste con lo ocurrido en otros niveles educativos, la tasa 

de matrícula en preprimaria creció muy poco en este periodo. Por ejemplo, entre 1950 y 

1966 esta pasó de 2,6% a 3,3%, creciendo en menos de un punto (Luna y Astorga, 2011, 

p. 294). Además, la población indígena seguía teniendo demasiadas dificultades para el 

estudio en centros educativos formales. Hasta las décadas de 1960 y 1970 las medidas 

políticas que garantizaban el acceso de personas indígenas al sistema educativo y 

ordenaban la creación de escuelas para su enseñanza fueron escasamente implementadas, 

y las únicas experiencias educativas amplias o regionales para la población indígena 

antes de 1960-1970 llegaron de la mano de organizaciones de base que, frente a la 

negligencia histórica del Estado, construyeron varias escuelas clandestinas a partir de 
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1940 (Martínez, 2009, pp. 178-179)12. A todo esto es necesario recordar que hasta muy 

tarde en el siglo XX la mayor parte de la fuerza de trabajo indígena se encontraba 

prácticamente esclavizada en haciendas, plantaciones, centros textiles, etc., y era 

valorada por las clases dominantes en términos puramente instrumentales como fuerza 

de trabajo barata o gratuita (Chiriboga, 2013).  

Por lo demás, durante todo este periodo se ejecutaron varios proyectos de 

alfabetización que, aunque deficientes en muchos sentidos, contribuyeron de manera 

importante a la reducción del analfabetismo en el país (Pérez, 1991).  

El primero de ellos fue la Campaña de Alfabetización de la Unión Nacional de 

Periodistas (UNP) y la Liga Alfabetizadora Ecuatoriana (LAE) (1944-1961), que enseñó 

a leer y escribir a 180.000 adultos analfabetos, pero que se realizó solamente en 

castellano y no contempló una fase de posalfabetización, por lo que el 60% de los 

beneficiarios retornaron al analfabetismo por desuso.  

El segundo proyecto de este tipo fue la Campaña de Alfabetización de 1963. A 

diferencia del anterior programa este fue llevado adelante por el Estado, siendo la 

primera vez en la historia republicana que éste se hacía cargo de una campaña de 

alfabetización. El proyecto se ejecutó en un contexto donde, según los cálculos oficiales 

de la época, existía un 32,48%  de analfabetismo entre mayores de 15 años, ubicado con 

mayor crudeza en el área rural y entre mujeres (Pérez, 1991, p. 51). La Campaña 

contempló alfabetización, posalfabetización y primaria y secundaria adaptadas a los 

                                                

12  Las primeras escuelas de este tipo fueron fundadas gracias a la iniciativa de la líder indígena Dolores 

Cacuango, que, nacida en un latifundio cerca de Cayambe en 1881, sufrió en carne propia la brutalidad 

del sistema hacienda y luchó desde muy temprano por los derechos de la población indígena. “Debido a 

su afán de denunciar las injusticias que se cometían, y a que tenía conocimiento de organizaciones de 

izquierda porque en la zona ya había hecho presencia el Partido Comunista [fundado en 1931], viajó en 

varias ocasiones a Quito, donde estableció relación cercana con los sindicatos de corriente comunista a 

quienes les dio a conocer las situaciones que vivían los indígenas, pero también hizo denuncias ante los 

organismos del Estado. Así comenzó a destacarse como líder indígena” (González, 2015, p. 79). De esta 

manera, con la ayuda de activistas marxistas y varios indígenas, Dolores Cacuango fundó escuelas en 

Cayambe e inspiró a otros indígenas del país a seguir su ejemplo y acompañar su lucha.  
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diferentes grupos de beneficiarios. Además, se elaboraron cartillas en idioma shuar 

como parte del proyecto. Sin embargo, el programa fue de naturaleza coercitiva, vertical 

e innecesariamente burocrática. No se alcanzaron los objetivos inicialmente planteados 

y muchas personas experimentaron regresión debido “a la intrascendencia de los 

conocimientos que recibían” (Pérez, 1991, p. 57). 

En tercer lugar, y bajo la coordinación de UNESCO y PNUD, se implementó el 

Proyecto Piloto de Alfabetización Funcional de Adultos (1967-1972). El proyecto 

pretendía vincular el trabajo de las poblaciones objetivo con la alfabetización. Es por 

eso que los ejecutores del mismo prepararon 4 programas de formación: (1) Agricultura, 

(2) Artesanía y pequeña industria, (3) Economía doméstica y (4) Educación cooperativa. 

El programa buscaba alfabetizar a 32.000 iletrados, pero sólo se benefició a 17.772, en 

buena parte debido a que el gobierno no apoyó suficientemente al proyecto en términos 

financieros, lo cual se tradujo en falta de materiales y en que sólo se pudo contratar al 

52% del personal requerido. Además, el diseño metodológico del proyecto se malogró, 

lo cual devino en muchas complicaciones prácticas durante sus fases de ejecución.  

Por último, entre 1972-1974 y 1977-1979 se implementaron dos proyectos de 

alfabetización. El primero estaba inspirado en la pedagogía de la liberación de Paulo 

Freire, pero el desorden burocrático, la falta de voluntad política de la dictadura y la 

resistencia política a las ideas de Freire hicieron que este proyecto se suspenda en el año 

de 1974 y se sustituya tres años después por otro nuevo.  Este segundo proyecto no 

contó con el apoyo financiero necesario y, en general, estuvo mal diseñado y mal 

ejecutado, por lo que, a pesar de que benefició a algunos cientos de personas, si 

tomamos en cuenta que para entonces el país tenía ya bastantes años de experiencia 

alfabetizadora, sólo podemos concluir que este programa fue un fracaso.  
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Pasando a otro asunto, en la década de 1970, y por primera vez en la historia del 

Ecuador, el Estado tomó responsabilidad de la educación de las personas con 

discapacidad13. En 1977 se expidió la Ley General de Educación en la que se 

formalizaba dicha responsabilidad. Al año siguiente el Ministerio de Educación y 

Cultura aprobó el primer Plan Nacional de Educación Especial, y en 1979 se articuló un 

organismo asociado al Ministerio para ejecutarlo: la Unidad de Educación Especial.  

Este organismo fue, en general, torpe e ineficiente (Barriga, 1981), pero a partir 

de su creación, y de las normativas antes mencionadas, se dio un cierto impulso a la 

creación de centros de rehabilitación e instituciones educativas para la población con 

discapacidad, aunque la mayoría de ellas no fueron públicas, y el número de centros no 

fue ni remotamente suficiente (Ministerio de Educación, Fe y Alegría y OEI, 2019). 

4.6. La educación desde el retorno a la democracia hasta inicios del nuevo siglo: 

1980-2006. 

El periodo que va desde 1980 hasta inicios del siglo XXI está marcado por una 

tendencia progresiva hacia el repliegue del Estado (privatizaciones y disminución del 

gasto social) en favor de los mercados. Es por eso que se suele aludir al mismo con la 

etiqueta de “larga noche neoliberal”.  

Sin embargo, la tendencia neoliberal del periodo fue contestada y contrarrestada 

por varios sectores sociales que venían fortaleciéndose desde antes, de entre los cuales 

es menester resaltar al movimiento indígena. Por tanto, se puede decir que la adopción 

del neoliberalismo durante esta fase fue ambigua ya que no se implementó con la fuerza 

o con el grado de pureza que en otros países de la región durante la misma época. 

                                                

13 Anteriormente las personas con discapacidad estaban completamente abandonadas a su suerte y los 

únicos centros educativos que atendían a esta población provenían de la iniciativa privada de familiares y 

organizaciones que brindaban su apoyo por razones caritativas y bajo un enfoque médico-asistencialista.  
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Además, los primeros años del periodo estuvieron marcados por el gobierno progresista 

de Jaime Roldós (1979-1981), en el que se hizo sentir el rol protagónico del Estado y la 

preocupación por la justicia social.  

Pero de todas maneras, el caso es que en esta etapa se produjo un paulatino 

retroceso del Estado y de las políticas sociales en nombre del sector privado y las élites 

económicas, por lo que la denominación del periodo como “neoliberal” resulta 

pertinente. 

Ahora bien, durante este periodo, y en continuidad con el impulso desarrollista 

de la etapa anterior, hubo un fuerte afán alfabetizador por parte de la mayoría de 

autoridades políticas, el mismo que se concretó en varios proyectos de alfabetización 

importantes. 

Se calcula que de los 4´250.000 adultos que había en el país para el año de 1979, 

929.000 eran analfabetos, y el porcentaje de analfabetismo era mayor entre mujeres que 

entre hombres, y mayor en el campo que en la ciudad (Pérez, 1991, p. 68).    

Con estas cifras en mente, en 1980 el gobierno de Jaime Roldós y Osvaldo 

Hurtado lanzó un ambicioso proyecto de alfabetización y posalfabetización al que 

llamaron Programa Nacional de Alfabetización, aunque este fue rebautizado tras la 

muerte de Roldós en 1981 como Programa Nacional de Alfabetización “Jaime Roldós 

Aguilera” (1980-1984). 

El proyecto movilizó a 57.427 alfabetizadores de los cuales 5.053 eran docentes, 

20.000 estudiantes universitarios, 17.980 bachilleres recién graduados y 10.100 líderes 

comunitarios. No obstante, el número de trabajadores implicados en el proyecto fue 

bastante mayor puesto que muchas personas involucradas no alfabetizaban, pero sí 

construían escuelas, renovaban infraestructuras, preparaban materiales, etc. 
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El proyecto estaba integrado por dos subprogramas: uno de alfabetización 

kichwa y otro de alfabetización en castellano. 

Inicialmente, el objetivo fue alfabetizar a 760.000 personas en cinco años, es 

decir, al 82% de la población iletrada de ese entonces. No obstante, la meta no se 

cumplió del todo ya que al final del proyecto se alfabetizó a 429.135 adultos y se 

reivindicó a 167.000 analfabetos por regresión, llegando a cumplir con el objetivo 

inicial en un 71% (Pérez, 1991, p. 72). 

En cualquier caso, el programa fue bastante beneficioso y se llevó a cabo desde 

una perspectiva de derechos humanos, crítica, reflexiva, participativa y descentralizada.  

Además, junto con la implementación del Programa, el presidente Roldós 

facilitó el establecimiento de un convenio para la educación indígena entre el Centro de 

Investigaciones para la Educación Indígena (CIEI) –asociada al Instituto de Lenguas y 

Lingüística de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador– y el Ministerio de 

Educación. En el CIEI se desarrolló un programa para la educación bilingüe de las 

poblaciones indígenas con el uso de lenguas nativas, conocido posteriormente como 

Modelo Educativo MACAC.  El proyecto desapareció en 1985 pero fue una experiencia 

importante para quienes formaron parte del mismo, sobre todo porque empoderó a 

muchos líderes indígenas que estuvieron implicados en el proceso (Andrés, 2008, p. 46).  

Posteriormente, durante el gobierno neoliberal del socialcristiano Febres 

Cordero (1984-1988) se llevó a cabo una campaña de alfabetización a la que llamaron 

Programa de Educación Compensatoria (1984-1988), la cual se realizó de espaldas a las 

lecciones aprendidas durante los más de 30 años de experiencia alfabetizadora en el país. 

Por orden de Febres Cordero, los materiales de interaprendizaje elaborados durante el 

Programa de Roldós y Hurtado fueron quitados de circulación y se prohibió el uso de la 
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metodología crítica, reflexiva y participativa que estos utilizaron, aunque tampoco se 

propuso otra nueva.  

El proyecto de Febres Cordero empezó más o menos “desde cero” y, a pesar de 

que el grupo objetivo estaba conformado por adultos, la alfabetización se llevó adelante 

como si estuviera dirigida a niños. “Los planes y programas de estudio aplicados fueron 

idénticos a los utilizados en la escuela primaria regular, y … algunos alfabetizadores 

utilizaron textos también de escuela primaria” (Pérez, 1991, pp. 76-77). Por si esto fuera 

poco, los cuadernos de trabajo que se utilizaron estaban plagados de errores ortográficos 

y las personas que trabajaron dentro del proyecto eran ajenas a los procesos de 

alfabetización.  

“La denominada “educación compensatoria” no tuvo orientación alguna, se la 

ejecutó como algo meramente circunstancial, [lo cual] no [puede] ser abstraído 

totalmente del modelo político-económico del socialcristianismo entonces gobernante” 

(Pérez, 1991, p. 77).  

Así, la política de alfabetización de este fiel representante de la oligarquía 

ecuatoriana fue, al igual que su administración, un absoluto desastre14. En sus cuatro 

años de gobierno el analfabetismo se redujo tan solo en 1%, y, además, el sistema 

educativo en su conjunto no experimentó ninguna mejora sustantiva en términos de 

modernización o de mayor igualdad o inclusión social.  

Luego de terminado el gobierno de Febres Cordero, el 10 de agosto de 1988 se 

posesiona como presidente el Doctor Rodrigo Borja Cevallos. Consciente de la 

necesidad de “pagar la deuda social” a grupos históricamente excluidos y violentados, y 

de reanudar las acciones alfabetizadoras que su predecesor malogró, el 8 de septiembre 

                                                

14 Para un análisis del gobierno de Febres Cordero, véase La reconstrucción neoliberal: Febres Cordero o 

la estatización del neoliberalismo en Ecuador, 1984-1988 de César Montúfar (2001). 
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de 1988 (Día Internacional de la Alfabetización) Borja anunció que se iba a realizar una 

operación masiva de alfabetización que llevaría el nombre de Campaña Nacional de 

Alfabetización “Monseñor Leonidas Proaño”15.  

La campaña inició al año siguiente y se nutrió de los aspectos positivos de los 

proyectos de alfabetización anteriores. El problema, sin embargo, es que llegó a muy 

pocas personas. Según los cálculos de la época, existían alrededor de 841.201 

analfabetos mayores de 15 años en el país, de los cuales sólo 242.166 se inscribieron en 

el proyecto. Además, del total de inscritos solamente 152.852 terminaron el programa 

(aunque quienes desertaron no lo hicieron por malas experiencias durante su incursión 

en la campaña, sino por motivos extra-proceso) (Pérez, 1991, p. 85).  

Pasando a otro tema, para la década de 1980, y tras varios decenios de luchas y 

fortalecimiento organizacional, los pueblos indígenas se habían consolidado como 

movimiento político de alcance nacional con una agenda política perfectamente 

definida16. En 1986 se articula la Confederación de Nacionalidades Indígenas del 

Ecuador  (CONAIE), potenciándose de manera exponencial la capacidad de 

negociación e interpelación política de las poblaciones indígenas. Y dos años después, 

tras un largo proceso de cabildeo y negociación con autoridades del gobierno de 

Rodrigo Borja, el director de educación de la CONAIE, Luis Montaluisa, logró que el 

Ministerio de Educación apruebe la propuesta de crear una dirección de educación 

                                                

15 Monseñor Leonidas Proaño (1910-1988) fue un sacerdote católico de izquierdas, asociado a la teología 
de la liberación, a quien se lo recuerda principalmente por haber dirigido las Escuelas Radiofónicas 

Populares del Ecuador (ERP) que entre 1963 y 1972 se encargaron de alfabetizar a un aproximado de 

13.000 campesinos adultos kichwahablantes de 9 provincias de la Sierra (González, 2011, p. 32). 

16 La principal idea que defiende el movimiento indígena es que el Ecuador no es un “Estado homogéneo” 

o una “nación mestiza”, sino un Estado plurinacional, y que las diferentes nacionalidades indígenas que 

forman parte del Estado (cada una con su propia historia, lengua, cultura, economía y política) merecen 

ser respetadas en su diferencia. Es decir, la lucha del movimiento indígena es fundamentalmente una 

lucha por el reconocimiento y la autonomía, y en ese sentido, sus principales ejes reivindicativos son la 

lucha por la tierra y el territorio, la educación intercultural bilingüe (Bretón y del Olmo, 2021) y el 

autogobierno.  
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indígena que sea financiada por el Estado pero cuya administración quede en manos de 

las propias organizaciones indígenas. De esta manera se creó la Dirección Nacional de 

Educación Intercultural Bilingüe (DINEIB) y se cerró un importante ciclo de lucha 

contra la discriminación y la exclusión de los pueblos indígenas, y en favor del proyecto 

que tenía CONAIE de revolucionar las relaciones y prácticas sociales 

interculturalizando la sociedad17. 

La experiencia de la institucionalización de la EIB [educación intercultural 

bilingüe] en Ecuador ha sido única en América Latina, pues a diferencia de otros 

países en los que la educación indígena alcanzó el estatus de un programa o un 

proyecto de Estado, en Ecuador … terminó convirtiéndose en un subsistema 

paralelo al subsistema educativo previamente existente, con lo cual, el sistema 

educativo ecuatoriano quedó partido en dos: el subsistema de educación hispana, 

por una lado, con sus propios directivos y equipo de trabajo, su propios 

estudiantes e instituciones educativas, su propio currículo, y sus propios 

docentes e institutos de formación docente; y el subsistema de educación 

intercultural bilingüe, por otro, con los mismos elementos (Granda, 2020, p. 

101). 

Vale la pena mencionar que el sistema de la EIB tuvo varios problemas, entre 

los cuales cabe destacar los siguientes: 1) baja financiación, 2) falta de profesores, 3) 

docentes monolingües provenientes del sistema hispanohablante tradicional que no se 

interesaban por aprender el idioma vernáculo de sus estudiantes, y 4) baja calidad 

educativa (Oviedo, 2018). Además, la experiencia de la DINEIB generó una suerte de 

                                                

17 Obviamente esto no quiere decir que el racismo desapareció gracias a la DINEIB. El racismo y la 

discriminación en el país han seguido gozando de salud incluso hasta la actualidad. La EIB no ha logrado 

hacer sino muy poco al respecto. A propósito vale la pena traer a colación el  siguiente incidente ocurrido 

pocos días después de la oficialización de la DINEIB: “Luis Montaluisa, el primer director de EIB, no 

podía ocupar sus oficinas, porque no le permitía entrar el portero del MEC [Ministerio de Educación y 

Cultura]” (Oviedo, 2018, p. 79).  
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apartheid educativo que anegó las pretensiones iniciales de interculturalidad que tenía 

la CONAIE.  La DINEIB fue un sistema de educación para indígenas, no para la 

interculturalidad. Sea como sea, desde entonces y hasta ahora en la educación 

hispanohablante la interculturalidad nunca se ha implementado realmente sino que ha 

sido caricaturizada y confundida con folklore: se ignoran por completo las epistemes y 

luchas históricas de los pueblos indígenas, y “lo indígena” queda reducido a danzas, 

platos de comida y trajes típicos.  

A lo largo de la década de 1980 se consiguieron avances importantes en 

términos de inclusión educativa con los diversos programas de alfabetización y con la 

institucionalización de la EIB, pero los recursos para la educación se redujeron de 524 

millones de sucres en 1980 a 275 millones en 1989 (Luna y Astorga, 2011, p. 299). 

Durante la década de 199018 el recrudecimiento del modelo neoliberal provocó 

retrocesos sociales importantes, y en el ámbito educativo se acentuaron las 

desigualdades entre campo y ciudad, no se realizó ni un solo programa público de 

alfabetización y se experimentó una baja en términos de asistencia a centros 

escolarizados. Con respecto a esto último, la tasa neta de asistencia a primaria pasó del 

90% en 1990 al 89% en 2001 y la tasa de asistencia a secundaria en ese mismo periodo 

pasó del 45% al 43% (ODNA, 2012, pp. 135-136; citado en Larrea, 2021, p. 20). No 

obstante, la cobertura de la EIB aumentó considerablemente: si en 1990 existían 951 

planteles de EIB y un aproximado de 41.695 estudiantes, en 1998 habían 1.883 

planteles y alrededor de 92.101 estudiantes (Larrea, 2021, p. 20). 

                                                

18 Hay que tomar en cuenta que este decenio estuvo fuertemente marcado por la corrupción (tanto en las 

instituciones públicas como en la banca), la inestabilidad política (en estos años hubieron 5 diferentes 

gobiernos y muchos más ministros de educación), la pobreza , fuertes ajustes neoliberales, una caída 

dramática de los precios del petróleo (a partir de 1996), el fenómeno meteorológico de El Niño (1997-

1998), y, en fin, una crisis multidimensional que fue exacerbada hacia el final de la década con la debacle 

financiera del 99. 
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Por otro lado, los años 90 fueron una temporada marcada por el inicio de lo que 

el sociólogo ecuatoriano Carlos Arcos llama “reforma orientada a la calidad” (2008, p. 

45; citado en Minteguiaga, 2014, p. 35). Temas como el acceso, la cobertura y la 

inclusión pasaron a un segundo plano y la calidad educativa se convirtió en el objetivo 

central de casi todos los planes, programas y proyectos educativos de la época.  

Algunos de los proyectos más destacados en este sentido fueron: el Programa de 

Mejoramiento de la Calidad de la Educación Básica (Promeceb), el Programa de Redes 

Escolares Autónomas Rurales (REAR-Redes Amigas), el Programa Subregional Andino 

de Servicios Básicos Contra la Pobreza (Proandes) y el programa Educación Básica: 

Proyecto de Desarrollo, Eficiencia y Calidad (EB-Prodec)19. 

Todas las iniciativas fueron financiadas [mediante endeudamiento con] la banca 

multilateral y por organismos internacionales. Ninguno se ancló a la estructura 

institucional del Ministerio de Educación, por el contrario, crearon unidades 

ejecutoras que debilitaron la rectoría del Ministerio y actuaron creando una 

institucionalidad paralela. Ninguna intervención se ocupó de la educación 

media; los esfuerzos se centraron en la educación básica y dentro de ella en 

algunas escuelas fiscales seleccionadas, en el marco de una estrategia de 

focalización de las acciones hacia los sectores considerados “más vulnerables”. 

Ningún proyecto tuvo un alcance nacional, siempre fueron pensados como 

iniciativas “piloto”, sin sostenibilidad, ni institucionalización en la estructura 

ministerial (Larrea, 2021, p. 22) 

                                                

19 La mayoría de estos proyectos tuvieron inicio a finales de la década pasada, en 1998. Pero todos los 

proyectos antes mencionados continuaron operando hasta muy avanzada la década de 1990, y uno de 

ellos (el programa REAR-Redes Amigas) incluso se extendió hasta 2005. Para un análisis detallado de 

todos estos proyectos véase el libro de Analía Minteguiaga (2014, pp. 35-65) Las oscilaciones de la 

calidad educativa en Ecuador, 1980-2010.  
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Paradójicamente, a pesar de que la mayor parte de esfuerzos de la década 

estuvieron orientados a la calidad educativa, los estudios muestran que esta era baja. 

Los estudiantes de segundo, sexto y noveno grado obtenían, en promedio, calificaciones 

por debajo del mínimo para aprobar (que en ese entonces correspondía a 13 puntos 

sobre 20). Según la prueba nacional de aprendizajes estudiantiles Aprendo (Ministerio 

de Educación y Cultura, 2000) el promedio nacional en lenguaje era de 8/20 y en 

matemáticas era de 7/20. Además, la poca información comparable a nivel regional 

establece que, para 1996, los estudiantes ecuatorianos eran los que peores puntajes 

obtenían en toda América Latina (Ponce, 2010, p. 36).   

Por otro lado, según el sondeo “Mi opinión sí cuenta” de 199520, cuatro de cada 

diez niños, niñas y adolescentes en el país reportaban haber sido golpeados por docentes 

(Escobar y Velasco, 2010, p. 45). A partir de ese momento el maltrato de profesores a 

estudiantes se convirtió en un asunto de interés estatal y público. Pero a pesar de ello 

este panorama de violencia no mejoró en absoluto durante los años siguientes: 

En el 2000, dos de cada 10 niños/as de 5 a 17 años … declaró que, cuando no 

cumplían con sus deberes o cometían una falta, sus profesores tendían a 

reaccionar principal o exclusivamente con medidas violentas –privación de 

recreos, golpes o insultos–. En el 2004 la cifra había ascendido al 27%  … 

[Además] los comportamientos racistas y discriminatorios de algunos maestros 

[hacían] que los niños/as afroecuatorianos e indígenas tengan más riesgo de ser 

maltratados … El triple de niños/as indígenas y el doble de los niños/as 

afroecuatorianos fueron golpeados por sus profesores por cometer una falta que 

[también cometieron sus pares] blanco-mestizos. Asimismo, el uso de los golpes 

                                                

20 Antes de la década de 1990 no existían investigaciones nacionales sobre la violencia de docentes contra 

estudiantes, pero se sabe que siempre fue un fenómeno bastante corriente.  



52 

o insultos hacia los niños [tendía] a ser más utilizado en los planteles públicos 

que en los privados. El triple de niños/as [educados] en el sistema público … 

[recibió] golpes de sus maestros que aquellos/as que [asistían] al sistema privado 

… y los niños y niñas de edad escolar [recibían] cinco veces más golpes que los 

adolescentes por parte sus maestros (Escobar y Velasco, 2010, pp. 46-47). 

Por otra parte, para finales del siglo XX se erradicaron casi por completo las 

diferencias de género en el acceso a la educación básica, secundaria y superior (Reed, 

Larrea y Prieto, 1999, p. 25). Aunque las brechas de acceso por nivel socioeconómico, 

rasgos fenotípicos (“raza”), etnia, nacionalidad y territorio permanecieron, sobre todo en 

la educación secundaria y universitaria21. Así, por ejemplo, mientras la tasa neta de 

asistencia a secundaria de la población urbana en el año 2000 correspondió al 72,2%, la 

de la población rural fue del 40,9%, y las poblaciones indígena y afroecuatoriana 

presentaban mayor rezago frente a la tasa nacional (Araujo y Bramwell, 2015, p. 2). 

A inicios de la década del 2000, y al igual que en los años 90, Ecuador era uno 

de los países en América Latina con menor inversión estatal en educación (Ponce, 2010, 

p. 40), y, a pesar de todos los esfuerzos que se habían realizado hasta la época, las 

desigualdades sociales en el ámbito educativo seguían siendo bastante escandalosas. La 

matrícula de niños y niñas pertenecientes a los grados de primaria creció hasta el 91% 

en 2001, lo cual supuso una evolución positiva con respecto a décadas anteriores, pero 

hay que tomar en cuenta que pocos culminaban sus estudios y en secundaria sólo 45 de 

cada 100 jóvenes de entre 12 y 17 años asistían a este nivel educativo. Además, la 

Encuesta de Condiciones de Vida (ECV) de 1999 muestra que para ese entonces el 48% 

de niños y el 56% de niñas en edad escolar (de 5-6 hasta 11-12 años) no iban a la 

                                                

21 Con respecto al nivel de educación básica, para el año 2000 el Ecuador había alcanzado una tasa neta 

de asistencia nacional del 89,1% y no se registraban diferencias significativas de acceso por género 

(Araujo y Bramwell, 2015, p. 2). 
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escuela por el elevado costo que les suponía a sus padres o madres, y que esta era la 

misma razón por la que muchos adolescentes no asistían a secundaria (PREAL et. al., 

2006, p. 6). Por último, según el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC), en 

2001 el promedio de escolaridad de la población blanca mayor de 24 años era de 10,21 

años, el de la mestiza 8,28, el de la indígena 3,89 y el de la afroecuatoriana 5,622. 

Con respecto a la educación superior el panorama era poco alentador. El 

promedio de matrícula era del 18%, y, en promedio, para producir un graduado se 

requerían más de 13 años (Banco Mundial, 1999, p. 8).  

Por otro lado, entre 1998 y 2003 hubo once paros nacionales del magisterio 

relacionados con salarios insuficientes y una baja inversión en el sector, y debido a ello 

las instituciones educativas estuvieron cerradas 173 días (Robalino, 2005, p. 20)23.  

La conclusión que se puede extraer sobre el estudio de este periodo es que el 

modelo neoliberal tuvo resultados bastante mediocres24 sobre la educación nacional, 

produciendo un traspaso de las responsabilidades del Estado en materia educativa hacia 

                                                

22 Por supuesto, estas cifras sobre desigualdad en el plano educativo no se pueden desvincular de la 

pobreza causada por la corrupción de la banca y las clases gobernantes de ese entonces. Si en 1995 el 
34% de la población era pobre y el 2% era indigente, en el año 2000, tras la catástrofe económica de fin 

de siglo, el 56% era pobre y el 21% indigente (Badillo, 2001, p. 3). 

23 Los paros fueron organizados por la Unión Nacional de Educadores (UNE), sindicato de docentes 

alineado con corrientes políticas y teóricas de izquierdas, y bastante cercano al MPD, que nació en 1944 y 

tuvo un peso decisivo en el escenario político ecuatoriano entre los años 80 y principios de los 2000. “El 

gremio estuvo presente en diversos espacios de participación y gestación de propuestas de políticas 

educativas como las tres Consultas Nacionales Siglo XXI, el acuerdo nacional que creó la Agenda Básica 

del Contrato Social y otros. Sin embargo, la mayor y permanente expresión de la acción [de la UNE] fue 

el paro” (Luna, 2014, p. 196). Además de los 11 paros arriba mencionados, la UNE organizó otros 11 

paros entre 1980 y 1998. Por otra parte, merece la pena señalar que la mayoría de paros fueron 

provocados por culpa de los gobiernos (desatención de acuerdos, atrasos salariales, encarecimiento de la 
vida en general y del magisterio en particular, pretensiones de privatización o municipalización de la 

educación, etc.), pero muchos otros fueron promovidos por el sindicato con fines políticos y oportunistas 

(véase Luna, 2014, pp. 195-208). 

24 Se habla de mediocridad porque, a pesar de los estancamientos y retrocesos de la década de 1990, en 

este periodo sí existió progreso educativo. “En 1982 el 68.3% de la población tenía educación primaria, 

en 1999 se llegó a un 90.3%. En 1982 el 29.5% de la población tenía educación secundaria, en 1999 llegó 

al 51,4%. En 1982 la matrícula universitaria era de 7.4%, en 1999 llegó a 14.8%” (Luna, 2014, pp. 161-

162). Ahora bien, es importante tener en cuenta que las tasas de matrícula en primaria, secundaria y 

universidad crecieron al 5% por año entre 1982 y 1990, pero a partir de ahí, producto de las fórmulas 

neoliberales, el ritmo de crecimiento se estancó en torno al 1.4% (Luna, 2014, p. 162).  
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el sector privado y hacia las familias (a través de transferencias de liquidez), recortando 

el gasto público en educación del 5,4% del PIB en 1981 hasta el 1,8% en el 2000, y, por 

último, faltando a la promesa de contribuir al mejoramiento de la calidad educativa en el 

país (Isch, 2011, pp. 376-377).  

4.7. La educación desde el correísmo hasta la pandemia de la COVID-19: 2007-

2020.  

 Además de lo apuntado arriba, el periodo neoliberal dejó un escenario de crisis 

de representatividad, malestar social generalizado y acentuación de las desigualdades, 

pero en el que se fortalecieron una serie de movimientos populares de resistencia 

antineoliberal que impulsaban con tenacidad sus demandas históricas. 

 Este contexto de crisis y vacío político fue la condición de posibilidad del 

correísmo. Éste supo sintonizar con las demandas de los grupos que lucharon contra el 

embate neoliberal, articular un discurso atractivo y llegar al poder apoyado por varias 

organizaciones sociales populares y partidos izquierdistas y de centro. 

 El nuevo gobierno prometía transformaciones estructurales, y eso se esperaba de 

él, pero los cambios no fueron, ni por asomo, estructurales, y, a pesar de su vocación 

progresista inicial, el correísmo degeneró muy pronto en una versión autoritaria, 

tecnocrática, asistencialista, conservadora y extractivista de Estado desarrollista (Cuvi et. 

al, 2013).   

 Uno de los discursos con los que sintonizó el correísmo fue el de la iniciativa 

ciudadana Contrato Social por la Educación (CSE) que surgió en 2002 con la idea de 

arrancar la cuestión educativa de las manos de los actores sociales tradicionales y 

democratizar y sumar voces a la discusión sobre políticas, planes y programas 

educativos en el país. El CSE se convirtió en un movimiento amplio que convocó a 
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actores sociales muy diversos y promovió ideas concretas de reforma educativa entre los 

diferentes ministerios de educación que se sucedieron hasta 2007. El movimiento fue 

bastante crítico, entre otras cosas, con la tendencia imperante de las autoridades 

políticas de tratar lo educativo de forma cortoplacista y estrecha, formulando proyectos 

ad hoc y de poca duración. Así, el CSE creó, a manera de guía educativa para el 

mediano y largo plazo, una Agenda Básica para la educación que, posteriormente, sirvió 

de base para la construcción del Plan Decenal de Educación (2006-2015)25 que fue 

aprobado en consulta popular durante el tramo final del gobierno de Alfredo Palacio 

(concretamente, el 26 de noviembre de 2006) y adoptado por el gobierno de Correa 

desde enero de 2007.   

 El Plan Decenal comprende 8 políticas: 1) universalización de la educación 

inicial de cero a cinco años; 2) universalización de la educación general básica de 

primero a décimo; 3) aumento del estudiantado del bachillerato hasta alcanzar por lo 

menos el 75% de los jóvenes en edad correspondiente; 4) erradicación del analfabetismo 

y fortalecimiento de la educación de adultos; 5) mejora de la infraestructura y equipos 

de las instituciones educativas; 6) mejora de la calidad y equidad de la educación e 

implementación de un sistema nacional de evaluación y rendición de cuentas del 

sistema educativo; 7) revalorización de la profesión docente, capacitación permanente 

del magisterio y mejora de su formación inicial, condiciones laborales y calidad de vida; 

y 8) aumento del 0,5% anual en la participación del sector educativo en el PIB hasta el 

año 2012, o hasta alcanzar al menos el 6% del PIB.   

                                                

25 Además del CSE, también participaron en la redacción del Plan Decenal representantes del Ministerio 

de Educación, UNICEF, la Unión Nacional de Educadores (UNE), la Federación de Establecimientos de 

Educación Particular Laica (Fedepal), la Confederación de Colegios de Educación Católica 

(CONFEDEC), el extinto Consejo Nacional de Educación Superior (CONESUP) y la también extinta 

Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (Senplades) (véase Guayasamín, 2017, p. 17). 



56 

Con el objetivo de dar cumplimiento a las diferentes políticas del Plan Decenal 

el gobierno realizó varios esfuerzos por implementar (o dar continuidad a) diferentes 

planes y programas educativos.  

Así, desde 2007 el ejecutivo eliminó el mal llamado “aporte voluntario” de 25 

dólares que exigían los centros educativos públicos, así como el cobro por útiles 

escolares y uniformes26. Pero el Ministerio de Educación no sólo prohibió estas 

cobranzas sino que empezó a entregar textos educativos, uniformes y alimentación 

gratuitos a cada una de las instituciones de sostenimiento público del país.  

La entrega de uniformes se hizo en alianza con sectores artesanales de la 

confección y hasta el 2016 el programa benefició a alrededor de 8,5 millones de 

estudiantes (Falconí, Intriago y Ponce, 2021, p. 109). Por otra parte, el programa de 

alimentación escolar (que existía desde hace varias décadas pero que se generalizó 

recién a partir del año 2000) llegó a 2,4 millones de beneficiarios en 2014, y, según los 

investigadores Juan Ponce y Christian Rosales (2017), tuvo un impacto “positivo y 

significativo de alrededor del 9% en la tasa promedio de promoción de primero a 

séptimo de Educación General Básica (EGB)” (Falconí, Intriago y Ponce, 2021, p. 109). 

Y en lo que respecta al programa de dotación de textos, desde 2006 se entregaron libros 

para cubrir las áreas de matemáticas, lengua y literatura, estudios sociales y ciencias 

naturales. Y en la EGB se dotó de textos no sólo al estudiantado sino también a 

docentes, impactando positivamente en matrícula escolar y en logros académicos 

(Falconí, Intriago y Ponce, 2021, p. 109).  

Por otra parte, con la idea de avanzar hacia una mayor calidad educativa, el 

gobierno de Correa implantó un sistema de evaluación de estudiantes y docentes con el 

                                                

26 Durante años miles de niños, niñas y adolescentes se vieron privados de estudiar porque sus 

representantes no contaban con el dinero para cubrir estos gastos (Isch, 2011). 
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fin de obtener información que permita crear proyectos que favorezcan el aprendizaje 

estudiantil, y, por otra parte, para identificar los malos elementos dentro del magisterio 

y tener criterios de castigo, recompensa y refuerzo académico para el profesorado. La 

medida provocó el descontento de la UNE, que desde 2006 había sido un aliado político 

del correísmo. La UNE siempre se mostró reacia a este tipo de evaluaciones, 

argumentando que se trata de una forma de control ilegítima y que el paso previo a 

cualquier forma de evaluación docente debería ser el aumento de salarios para el 

magisterio y la implementación de programas masivos de formación continua (Reyes, 

2017, p. 64). Sin embargo, el gobierno estaba determinado a controlar el campo 

educativo27 y a través de decretos ejecutivos ordenó, en noviembre de 2007, la 

evaluación de los maestros por parte del Ministerio de Educación.  

En 2008 se planteó una primera evaluación que fue voluntaria, pero dado que 

solamente se presentaron 1.569 docentes de los aproximadamente 200.000 que existían 

en ese entonces (Torres, 2013), el gobierno resolvió que las nuevas evaluaciones sean 

obligatorias. En las siguientes evaluaciones se ausentaron miles de docentes y el 

ejecutivo emitió un decreto que castigaba con la destitución a quienes no se presentaran 

una segunda vez. La inconformidad de la UNE se tradujo en una paralización de 22 días 

que terminó luego de que se llegara a un acuerdo entre el gobierno y los representantes 

del gremio, en el que, entre otras cosas, se perdonaba a los docentes que faltaron a la 

primera convocatoria de evaluaciones obligatorias (Reyes, 2017, p. 65).  

                                                

27 Esto no ocurrió solamente en el campo educativo. El correísmo buscaba ser el rector de casi todas las 

esferas de la sociedad. La estrategia de gobierno de Correa se caracterizó, entre otras cosas, por excluir a 

las organizaciones de la sociedad civil de la participación directa en las instituciones estatales. En efecto, 

con el fin de recuperar la autonomía del Estado y reducir el poder político de las élites económicas, el 

gobierno de Correa trazó un modelo centralista y desarrollista y despreció cualquier participación de 

representantes gremiales en la administración institucional de la vida pública. Correa defendió esta 

estrategia bajo un discurso anticorporativista que resultaba muy loable considerado en abstracto, pero que 

en la práctica encubría el carácter autoritario y antipopular del oficialismo (Chiasson-LeBel, 2020). 
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Este fue el inicio de una serie de disputas entre la UNE y el gobierno, pero este 

no es el lugar para hablar de ellas (véase Ortiz, 2021). Conviene mencionar que el 

gobierno no sólo se enfrentó al gremio docente sino que trató de debilitar su carácter 

contestatario mediante estrategias más o menos conciliadoras como por ejemplo, la 

implementación de un sistema de bonos docentes para quienes obtuvieran los mejores 

resultados en las pruebas nacionales. Este sistema se implementó a partir de 2012 y las 

recompensas totales que se entregaron alcanzaron un valor de 23´198.700 dólares 

(Reyes, 2017, p. 70). 

Hubo un incentivo económico de USD 1200 anuales por cuatro años para los 

docentes que obtuvieron la calificación “Excelente” en su evaluación, y de USD 

900 anuales por cuatro años a los que alcanzaron “Muy Buena”. En total, 673 

docentes recibieron incentivos de USD 900 y apenas 29 obtuvieron puntajes por 

encima de 90 [sobre 100], por lo que recibieron USD 1200 (Falconí, Intriago y 

Ponce, 2021, p. 110). 

En la misma línea de los bonos docentes arriba mencionados, en 2014 se 

estableció un programa de becas de maestría para educadores con la idea de mejorar la 

calidad de la enseñanza. El programa benefició a 4668 docentes hasta finales de 2017 y 

se encontró que “los estudiantes con profesores que participaron en esta iniciativa 

obtuvieron mejores calificaciones en comparación al resto” (Falconí, Intriago y Ponce, 

2021, p. 110). 

Uno de los programas educativos más emblemáticos del correísmo fue el de las 

Unidades Educativas del Milenio (UEM). El objetivo del programa, que tuvo su origen 

en junio de 2008, era dotar de infraestructuras, insumos y tecnologías de primera 

calidad al sistema educativo público, optimizar el número de establecimientos 

educativos, brindar transporte escolar, aumentar la capacidad de los nuevos centros y 
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ofrecer “educación completa” (inicial, básica y bachillerato) en cada UEM (Torres, 

2017, párrafo 21). Según el discurso oficialista, el plan consistía en fusionar varios 

centros educativos y cerrar muchos otros para pasar “de 19.023 instituciones educativas 

distribuidas de manera desordenada y sin criterios técnicos, a 5.189 instituciones 

educativas de calidad y con todos los servicios educativos necesarios” (Ministerio de 

Educación, 2013; citado en Granda, 2018, p. 298). 

Existen dos tipos de UEMs; las mayores, con una capacidad de recibir a 1.140 

estudiantes a una jornada y 2.280 estudiantes a doble jornada; y las menores, con 

una capacidad para atender a 570 estudiantes a una jornada y 1.140 estudiantes a 

doble jornada. En promedio una UEM mayor tiene un costo de alrededor de 6,3 

millones de dólares, en tanto que una UEM menor tiene un costo de alrededor de 

4 millones de dólares (Ponce y Drouet, 2017, p. 24).  

El oficialismo celebraba en 2016 que 70 Unidades Educativas del Milenio se 

encontraban instaladas y equipadas, pero lo que se omitió en los discursos del gobierno 

fue el número de estudiantes beneficiados. Según la especialista en educación y ex 

ministra Rosa María Torres (2017, párrafo 20), el número de atendidos en esas 70 UEM 

fue bajo: 86.592 alumnos; lo cual equivalía “apenas al 2,4% de los estudiantes 

matriculados en el sistema público”.  

Por otra parte, el programa de las UEM fue bastante problemático en las zonas 

rurales ya que el cierre y fusión de escuelas supuso el traslado de muchos estudiantes a 

comunidades ajenas, lo cual angustiaba a padres y madres de familia que no siempre 

mantenían buenas relaciones con esas otras comunidades. Además, el transporte escolar 

que prometió el ministerio no se cumplió en todos los casos y el cierre de los antiguos 

centros educativos supuso el despido de una gran cantidad de docentes (Granda, 2018). 
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De acuerdo con algunos analistas (Granda, 2018, p. 298; Torres, 2017), el 

programa de las UEM es uno de los muchos ejemplos que ilustran cómo el gobierno de 

Correa confundió educación con escuelas, privilegiando el ofrecimiento de 

infraestructuras y tecnologías educativas por sobre el mejoramiento del modelo 

educativo y la atención a los agentes del campo de la educación.  

Por otro lado, en lo que respecta a la educación de los pueblos indígenas, durante 

el correísmo se produjo un proceso de cooptación y desmantelamiento de la EIB en 

favor de un proyecto de reunificación del sistema educativo en clave supuestamente 

intercultural, pero que en la práctica resultó homogeneizante y asimilacionista respecto 

de las personas indígenas (Granda, 2018; Martín y Rodríguez, 2016).   

Este proceso inició en 2010 con el fin del Convenio de Cooperación Científica 

que se firmó en 1989 entre la CONAIE y el Ministerio de Educación, lo cual revirtió la 

autonomía multidimensional que hasta entonces había tenido la DINEIB, pasando ésta a 

quedar bajo el control absoluto del Ministerio de Educación28. Asimismo, en 2011 se 

articula y pone en funcionamiento la Ley Orgánica de Educación Intercultural (LOEI) –

todavía en vigencia– que, entre otras cosas, unifica al sistema educativo (anteriormente 

partido en dos) convirtiendo a la DINEIB en una entidad meramente consultiva, y 

define la transversalidad del enfoque intercultural para la totalidad del sistema.  

[Así] la nueva ley de educación establece que en los currículos de estudio debe 

incluirse de manera obligatoria la enseñanza de un idioma ancestral, de los 

saberes locales y de las realidades e historias no oficiales y la conservación del 

                                                

28 Muchas personas, tanto indígenas como no indígenas, sobre todo asociadas a CONAIE o a otras 

organizaciones más o menos de izquierdas, tienden a valorar negativamente el proceso de reunificación 

del sistema educativo, pero algunos estudios etnográficos muestran que la mayor parte de padres y 

madres de familia indígenas, así como varios docentes que trabajaban bajo la DINEIB, consideran que la 

reunificación del sistema bajo la rectoría única del Ministerio de Educación es positiva, que la gestión de 

la DINEIB dejó mucho que desear y que la educación “hispana” siempre ha sido mejor (véase Martínez, 

2009 y Martín y Rodríguez, 2016).  
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patrimonio cultural y natural y del medio ambiente, [sin embargo] la realidad 

educativa difiere mucho del texto jurídico y constitucional (Martín y Rodríguez, 

2016, p. 3). 

En efecto, la malla nacional no tiene prácticamente nada de “intercultural” y 

todo el sistema educativo está pensado desde y para la población blanco-mestiza e 

hispanohablante.  

En relación a la educación especial para personas con discapacidad, en 2008 se 

elaboró un Modelo de Inclusión Educativa y entre 2011 y 2016 se crearon varias 

normativas y organismos para la ejecución y gestión de la educación especial en centros 

educativos ordinarios y especializados. Sin embargo, los resultados obtenidos a partir de 

estas iniciativas fueron bastante pobres, y en continuidad con décadas anteriores, la 

población discapacitada en edad escolar fue seriamente desatendida en lo que se refiere 

a su derecho a la educación. De las aproximadamente 167.413 personas con 

discapacidad que tenían entre 0 y 19 años hacia el final del periodo correísta, sólo entre 

el 11% y el 15% pertenecían al sistema nacional de educación (Ministerio de Educación, 

Fe y Alegría y OEI, 2018). 

Pasando a otro asunto, uno de los logros más señalados del periodo fue la 

universalización de la matrícula de la educación básica en un 96,23%. Ahora bien, sin 

dejar de reconocer que ello constituye un triunfo muy importante, vale la pena señalar 

que la matrícula en educación inicial llegó tan solo al 44,24% y en el bachillerato 

alcanzó a penas el 68% (Torres, 2017). Además, las desigualdades educativas entre el 

campo y la ciudad, así como entre grupos étnicos, no dejó de ser preocupante hacia el 

final del periodo correísta: para el 2015 la diferencia de culminación de la educación 

primaria entre zonas rurales y urbanas ascendía al 16% y solamente el 60% de la 

población indígena urbana, y el 44% de la población indígena rural, habían completado 
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este nivel educativo (Banco Mundial, 2015, pp. 33-34); y en relación con la tasa neta de 

matrícula en bachillerato general unificado (BGU), mientras la población blanco-

mestiza alcanzaba un aproximado de 71,35% en 2017, la población indígena llegaba al 

58,5% y la afroecuatoriana al 61% (INEVAL, 2018, pp. 47-49).  

En relación con la educación superior, lo más notable de los primeros 4 años del 

correísmo fue la elaboración de la Ley Orgánica de Educación Superior (LOES) en 

2010 y la creación de varias instituciones gestoras de la educación superior (CES, 

CEAACES y SENESCYT), mientras que lo más notable de los años consecutivos fue la 

puesta en marcha de un nuevo sistema de selección y admisión de estudiantes para las 

universidades públicas (implementado en 2012)29 y la creación de cuatro universidades 

“emblemáticas” a partir de 2014: Yachay TECH (especializada en investigación 

científica), la Universidad Regional Amazónica IKIAM (especializada en ciencias de la 

vida y de la Tierra), la Universidad Nacional de Educación (UNAE) (especializada en la 

formación de docentes), y la Universidad de las Artes (UNIARTES) (especializada en 

las artes y su gestión).  

La LOES fue una normativa que se articuló para dotar al Estado de un mayor 

control de la investigación y el desarrollo tecnológico en el país, y junto con el Código 

Ingenios30 y las entidades de gestión antes mencionadas (CES, CEAACES y 

SENESCYT), tenía el objetivo formal de cimentar las bases para la superación de la 

matriz productiva vigente (extractivista, primario-exportadora y dependiente). Sin 

embargo, la dirección que tomaron estas normativas e instancias gubernamentales fue 

contraria a estos objetivos, y en realidad estuvieron alineadas con el neoliberalismo 

(Andrade, 2017). 

                                                

29 Se trata del Sistema Nacional de Nivelación y Admisión (SNNA). 

30 Código Orgánico de Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e Innovación. 
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Esto último se puede decir también del Sistema Nacional de Nivelación y 

Admisión (SNNA). Este sistema de discriminación meritocrática generó un complejo 

mecanismo para filtrar el acceso de estudiantes a la educación superior, sobre todo con 

la implementación del Examen Nacional de Educación Superior (ENES) que empezó a 

aplicarse desde 201231. El problema de este sistema es que obstaculizó el acceso a la 

universidad para varios segmentos de la población, afectando sobre todo a los sectores 

más pobres (Moreno y Cabrera, 2017). Según el Sistema Integrado de Indicadores 

Sociales del Ecuador (SIISE), la tasa neta de matrícula universitaria creció del 25,1% en 

2007 al 30,2% en 2011, pero en el 2012 (año en que se implementa el ENES) cayó al 

29% empezando una tendencia decreciente para los siguientes años (Luna, 2017, p. 226). 

 Por último, en lo que tiene que ver con las cuatro universidades emblemáticas 

antes mencionadas, la idea del gobierno era que estas universidades constituyan un 

ejemplo de excelencia tanto material (infraestructura y equipamiento de primera) como 

académica (100 por ciento de docentes con al menos un doctorado), pero demasiados 

recursos fueron despilfarrados en su construcción, muy pocos estudiantes fueron 

acogidos por ellas (Torres, 2017), y, si bien es cierto que UNIARTES y UNAE se 

convirtieron en buenas universidades, IKIAM fue una estructura arquitectónica 

improvisada, asentada sobre la destrucción de varias zonas selváticas, que hasta agosto 

de 2017 no tenía laboratorios, y que se perfila como un proyecto de investigación barata 

que tan solo beneficiará a grandes laboratorios del extranjero (Wilson y Bayón, 2017); y 

Yachay fue, por decirlo rápidamente, un costoso monumento al fiasco, la corrupción y 

los despilfarros32.  

                                                

31 Con este tipo de filtros la educación superior pasa de ser un derecho ciudadano a convertirse en una 

suerte de “premio” para los más aptos, naturalmente talentosos o socialmente aventajados.  

32 “Se sabe que en Yachay Tech los decanos ganaban 13 mil dólares al mes y el sueldo de los miembros 

de la Comisión Gestora era de alrededor de 16 mil dólares … En el 2014 Yachay Tech pagó por 
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 Ahora bien, en lo que respecta a la inversión estatal en educación, esta nunca 

fue tan cuantiosa como durante el gobierno de Correa. Entre 2007 y 2014, en los 

tiempos del boom petrolero, el gasto público en educación creció del 2,7 al 5,2% del 

PIB (una cifra sin precedentes), y si bien es cierto que tras la caída de los precios del 

petróleo en 2014 la inversión educativa disminuyó ligeramente para 2015 (4,13%), esta 

alcanzó un 4,9% en 2016 y ascendió hasta el 5,8% en 2017. Si en 2008 la inversión en 

educación fue de 1.911 millones de dólares, en 2017 fue de 4.812 millones (INEVAL, 

2018). Además, el alto gasto estatal en educación se realizó en detrimento de mayores 

pagos de la deuda pública, lo cual sugiere fuertemente que la intención del gobierno fue 

priorizar la educación de la ciudadanía por sobre los intereses del capital financiero 

internacional y de las élites económicas nacionales.    

 Por último, y sin quitarle relevancia a las críticas y problemas antes señalados, 

hay que decir que durante el cambio de ciclo político que supuso el gobierno de Correa 

se presentaron mayores mejoras en el sector de la educación que durante los gobiernos 

previos (Falconí, Intriago y Ponce, 2021, pp. 155-177).  

 Ahora bien, tras el final del correato en 2017, Lenin Moreno, quien fungió como 

vicepresidente entre 2007 y 2013, se convirtió en el nuevo presidente del Ecuador.  

Desde un inicio, Moreno intentó alejarse lo más que pudo del correísmo, sobre 

todo del autoritarismo y de la corrupción pública que lo marcó. El problema, sin 

embargo, es que Moreno también abandonó los ideales del “socialismo del siglo XXI” 

(inversión social y derechos para el pueblo) que el correísmo (ambigüamente) 

                                                                                                                                          
publicidad 1.6 millones y en el 2015, únicamente en ferias, concursos, y simposios, la bicoca de 1,5 

millones. Por tres días de feria se gastaron 13 mil dólares en papel higiénico y toallas … Según el propio 

gobierno de Correa la inversión ha sido, hasta el 2017, de 1 041 millones de dólares y los resultados, 

como lo ha dicho el nuevo rector [Carlos Castillo Chávez], están a la vista: puro decorado y muy poco 

contenido” (Pallares, 2017). Además, los logros investigativos de la universidad han sido pocos en 

relación con la exorbitante inversión que se ha destinado a ella (Breilh, 2017, p. 29) y cinco años después 

de su fundación, en 2019, más del 80% de las aulas eran inutilizables debido a la presencia de fallas 

estructurales (Plan V, 2020).  
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representaba33, y, sin pena ni gloria, adoptó el recetario económico del neoliberalismo 

(austeridad, privatización y desregulación), recortando fuertemente el gasto social, 

liquidando empresas públicas y dejando sin empleo a miles de personas, acercándose 

políticamente a las élites empresariales (Chiasson-LeBel, 2020, pp. 121-127) y 

endeudándose con el FMI y bancos multilaterales (Paz y Miño, 2020).  

 Los agresivos ajustes neoliberales generaron un fuerte descontento social que se 

expresó en varias protestas sociales, entre las que es necesario destacar al paro nacional 

de octubre de 201934.  

 Ahora bien, en lo que respecta a la educación, tras un año y medio de gobierno 

se anunció un recorte de más de 145 millones de dólares para la educación superior en 

2019. Esto en medio de un contexto donde la EGB y el bachillerato ya habían sido 

sacudidas por un recorte. Según un informe de la Comisión de Educación de la 

Asamblea Nacional, el Ministerio de Educación 

solicitó USD 675 802 317 a Finanzas para el 2019. Y este último ministerio, 

dirigido por Richard Martínez, le asignó USD 281 034 411 menos. Esa cantidad 

[supuso] un recorte de al menos 50% en los programas de alimentación escolar, 

entrega de uniformes y textos escolares (Parrini, 2018, párrafo 2). 

 La respuesta de las organizaciones estudiantiles no se hizo esperar, y tras varias 

jornadas de protesta Martínez reculó.  

                                                

33 De todos modos es claro que Correa y su gobierno malograron dichos ideales porque, a pesar de que 

contribuyeron a la democratización de la EGB y de los servicios de salud pública, así como a la 

modernización de ciertos procesos e instituciones del Estado (esto no se niega), lo cierto es que 

reprimarizaron la economía ecuatoriana, persiguieron y criminalizaron a los críticos y opositores del 

régimen, manipularon datos, cometieron varios delitos de corrupción, promovieron el tradicionalismo 

más rancio en el plano sociocultural y pisotearon sin piedad ni vergüenza los derechos de la Naturaleza y 

de las poblaciones indígenas (Cuvi et. al., 2013).  

34 Para un análisis de las manifestaciones de octubre consúltese Ecuador: el levantamiento indígena y 

popular de octubre de 2019 de Juan J. Paz y Miño Cepeda (2020) y El estado de excepción de octubre: el 

retorno de la doctrina de seguridad nacional del Estado de Christian Pino Garrido (2020).  
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 En este contexto de repunte neoliberal, aumento de la pobreza y de las 

desigualdades, y fuerte descontento popular con el gobierno, aparece un nuevo 

problema: la COVID-19. El primer caso se registró el 29 de febrero de 2020  y en 

cuestión de semanas se paralizaron múltiples actividades económicas, lo que generó una 

fuerte caída tanto en el consumo como en la inversión. La economía del país se empezó 

a desplomar en picada mientras los casos de gente enferma o muerta a causa de la 

COVID-19 ascendían vertiginosamente. El sistema sanitario colapsó con rapidez y la 

sociedad en general fue desbordada por la magnitud de la crisis. A finales de marzo los 

videos e imágenes de gente muriendo a causa de la enfermedad y de cadáveres de 

personas siendo abandonados en las calles de Guayaquil se viralizaron a nivel 

internacional (Cajas Guijarro, 2021).  

 Toda esta situación “tomó por sorpresa a la política educativa que [siguió] una 

cadena reactiva en la búsqueda de salidas de coyuntura ante la urgencia de dar respuesta 

a la educación de alrededor de 4 400 000 estudiantes”  (Crespo, Villagómez y Peralvo, 

2021, p. 72). Por orden del Ministerio de Educación el 13 de marzo se suspendieron las 

clases presenciales en todo el territorio ecuatoriano y se implementó un régimen de 

trabajo telemático para docentes y demás trabajadores del sistema nacional de 

educación. Las clases continuaron a través de internet y desde el Ministerio se 

ofrecieron programas educativos mediante radio y televisión, y un sinnúmero de 

recursos para estudiantes, docentes y administradores educativos que fueron alojadas en 

una plataforma virtual que recibió el nombre de Portal Educativo Aprendemos Juntos en 

Casa (2.800 recursos y más de 1.9 millones de usuarios) (UNICEF, 2021).  

La decisión fue forzada, y sin duda era mejor que la opción alternativa de 

paralizar la educación a nivel nacional hasta que la presencialidad fuera factible de 

nuevo, pero se trató de una respuesta profundamente problemática puesto que un gran 
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porcentaje de familias no contaban con internet o dispositivos suficientes para que los y 

las estudiantes de cada hogar sigan con sus clases. Además, en algunas zonas rurales 

remotas no hay ni internet ni señal de radio o televisión35, por lo que las brechas entre el 

campo y la ciudad se ensancharon significativamente. Según estimaciones del INEC 

(2021) solamente el 53,2% de hogares tuvo acceso a internet durante 2020 (61,7% en 

zonas urbanas y 34,7 en zonas rurales). Y por otra parte, 76,5% de los hogares no tenían 

una computadora de escritorio, 68,7% no tenían tablets o computadoras portátiles y 

48,5% no tenían teléfonos inteligentes.  

 Mientras algunos niños, niñas y adolescentes de familias acomodadas estudiaban 

desde su cuarto utilizando una computadora o dispositivo de uso personal, docenas de 

menores en zonas remotas del campo tenían que caminar durante varios minutos (si 

acaso no horas) para captar señal y recibir lecciones radiales, y la mayor parte de 

estudiantes a nivel nacional tenían que compartir dispositivos con otros miembros de 

sus familias para tomar algunas clases (si es que la baja calidad de su conexión a 

internet no se los impedía).  

 En lo que respecta a la educación superior, se calcula que, para mediados del 

2020, alrededor del 20%  de los estudiantes de institutos técnicos y tecnológicos y el 

9,37% de los estudiantes de universidades y escuelas politécnicas no pudieron acceder a 

clases por no contar con los recursos tecnológicos necesarios para el estudio telemático 

(computadoras y conectividad a internet). Esto quiere decir que cerca de 81.200 

estudiantes (11% del total que pertenecen al sistema de educación superior) se vieron 

                                                

35 La ministra de educación de ese entonces, Monserrat Creamer, dijo que se imprimirían guías de 

autoaprendizaje en todos los idiomas indígenas del Ecuador para garantizar la continuidad educativa de 

quienes no tienen internet ni medios digitales. Sin embargo, esta promesa, en algunos casos, no se 

cumplió (Oñate y Cañas, 2021).  
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forzados a interrumpir sus estudios. Por lo demás, según información de la Senescyt, la 

tasa de deserción fue mayor en zonas rurales y entre mujeres (UNESCO, 2022, p. 5). 

 En medio de estas difíciles circunstancias, y para empeorar las cosas, el 4 de 

mayo el gobierno de Moreno anunció un recorte de 98 millones de dólares para el 

presupuesto de universidades públicas. Al día siguiente se congregaron en protesta 

varias organizaciones estudiantiles secundadas por docentes (muchos de los cuales 

tenían sus sueldos congelados desde 2019 (Agencia EFE, 2020)) y por padres y madres 

de familia. No obstante, las protestas no rindieron frutos y el recorte se hizo efectivo. 

En vez de inyectar dinero a universidades e institutos públicos para que estos 

hagan pruebas de diagnóstico y generen modelos epidemiológicos que sirvan para 

actuar de manera más eficaz y eficiente en la lucha por contener la pandemia, el 

gobierno insistió en que era necesario “ajustar el presupuesto” para salir de la crisis; 

aunque resulta curioso que el recorte haya afectado a los fondos inicialmente destinados 

al sector educación (cosa que es inconstitucional), pero no a otras partidas 

presupuestarias del Estado como, por ejemplo, la correspondiente a las fuerzas armadas 

(Astudillo, 2020).  

Antes de la pandemia se calcula que alrededor de 268.000 niños, niñas y 

adolescentes estaban fuera del sistema educativo y cerca de 187.277 tenían rezago 

escolar de dos años o más (UNICEF, 2021). Pues bien, la pandemia empeoró esta 

situación y para agosto de 2020 el Estado perdió el rastro de 17 754 estudiantes del 

régimen Sierra y Amazonía y de 5 600 del régimen Costa (El Comercio, 2020). Además, 

“según encuestas desarrolladas por el Ministerio de Educación y UNICEF, en los 

hogares que se mantuvieron en la educación virtual, el 70 por ciento [de los estudiantes] 

afirmó que estaba aprendiendo menos” (UNICEF, 2022, párrafo 12). Es decir, la 

pandemia desmejoró notablemente el nivel académico del alumnado en general, lo cual 
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es especialmente preocupante tomando en cuenta que nuestros estudiantes han 

presentados serias deficiencias de apropiación del conocimiento desde hace ya varios 

años36. Esto se debe fundamentalmente a que la “nueva normalidad” impuesta por la 

pandemia, junto con las grietas preexistentes en el sistema educativo –producto de la 

desatención e inoperancia gubernamental–, provocó una importante disminución del 

tiempo dedicado a las actividades educativas. Según un estudio realizado por la 

Pontificia Universidad Católica del Ecuador (PUCE) y UNICEF,  

en el caso de hogares con NNA[37] de entre 5 y 11 años el promedio de horas de 

clase es de 2,25 y para las tareas es de 2,32; mientras que en los hogares con 

NNA de entre 12 y 17 años el promedio de horas dedicadas a las clases es de 

3,19 y para las tareas es de 2,89 (2020, p. 5). 

Por último, vale la pena señalar que durante el 2020 los centros educativos 

públicos no pudieron dar continuidad al programa de alimentación escolar, lo cual 

afectó negativamente a la salud de varios estudiantes que antes se beneficiaban de este 

servicio (PUCE y UNICEF, 2020).   

 

 

 

 

                                                

36 Según evaluaciones del Ministerio de Educación, entre 1996 y 2007 nuestros estudiantes no fueron 

capaces de superar el 50% de respuestas correctas para Lenguaje o el 40% para Matemáticas. En 2013 la 

prueba “Ser Estudiante” concluyó que las deficiencias de apropiación del conocimiento “crecen 

sostenidamente a medida que avanza el tiempo de permanencia en el sistema educativo, en todas la áreas” 

(Madrid, 2019, p. 11). Y las evaluaciones de las pruebas PISA de 2017 muestran que tan solo el 29% de 

nuestros estudiantes de quince años alcanzó el nivel mínimo de competencia en Matemáticas, solamente 

el 43% lo alcanzó en Ciencias y apenas el 49% lo hizo en Lectura (véase Madrid, 2019). 

37 Niños, niñas y adolescentes. 
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Capítulo V. Retos Pendientes de la Inclusión Educativa en el Ecuador. 

El estudio historiográfico ofrecido en el capítulo anterior muestra que existe una 

tendencia histórica hacia una mayor inclusión e igualdad social en el ámbito educativo 

ecuatoriano. Si en 1959 la tasa neta de matrícula en primaria era del 71,1%, en el 2001 

era del 89% y en 2020 del 97%. Si en 1959 la tasa neta de matrícula en secundaria era 

de 11,1%, en el 2001 era del 47% y en el 2020 del 86,13%. Si en 1959 el analfabetismo 

de la población mayor de 15 años era del 44%, en el 2001 era del 9% y en 2020 del 

6,3%38.  

Estos son solamente algunos de los datos que dan cuenta del progreso histórico 

que ha tenido lugar en la esfera educativa del país. Pero no hay que perder de vista que 

diversas políticas, programas y discursos excluyentes han determinado que sigan 

existiendo niveles de desigualdad intolerables en este campo. Según datos oficiales el 

promedio de escolaridad de la población indígena en 2019 fue de solo 6,24 años, 

mientras que el de la población afroecuatoriana fue de 9,6  y el de la población blanca y 

mestiza fue de 11,41. Por otra parte, en 2020 la tasa de rezago escolar fue de alrededor 

del 7% entre la población blanca y mestiza, del 14,53% entre la población indígena y 

del 20,31% entre la población afroecuatoriana. Además, solamente el 14,89% de la 

población urbana de 25 años o más ha completado la educación superior, mientras que 

en las zonas rurales el porcentaje es incluso más bajo: del 3,96% (CNII, 2021). 

 El principal factor que explica estas desigualdades es la pobreza a la que 

históricamente han estado sometidas las poblaciones indígenas, negras y campesinas en 

el Ecuador, situación que en muchos casos empuja a los estudiantes de estos grupos al 

abandono escolar y el trabajo infantil, por lo que para avanzar hacia una mayor 

                                                

38 A excepción de las cifras sobre el 2020, las cuales proceden del Ministerio de Educación (2021a, 

2021b), todos estos datos ya fueron presentados anteriormente. 
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inclusión en la esfera de la educación no bastan buenas políticas y programas educativos 

sino que hay que proteger los derechos laborales de la ciudadanía, apostar por una 

mayor progresividad fiscal y redistribuir la riqueza centrándose primero en los sectores 

más vulnerables.  

 Otra problemática que es importante combatir para cerrar brechas en el campo 

de la educación es la violencia y la discriminación. Es bien sabido que los estudiantes 

que son sistemáticamente violentados o discriminados presentan, por un lado, mayores 

dificultades para apropiarse del conocimiento39, y por otro lado, mayores probabilidades 

de experimentar presentismo40, de ausentarse de clases, o, en casos más extremos, de 

abandonar los estudios.  

 Seguramente el grupo social más vulnerable y propenso a sufrir violencia en el 

sistema educativo nacional sea el de las mujeres. La mayor parte de las niñas y 

adolescentes escolarizadas sufren de hostigamientos, acoso sexual, comentarios sexistas 

y agresiones machistas durante toda su vida estudiantil. “La violencia sexual y de 

género es un problema endémico, y de larga data, en el sistema educativo ecuatoriano” 

(HRW, 2020, p. 1). Solamente entre 2014 y mayo de 2020 se registraron 3.607 

denuncias de violencia sexual en centros educativos del país y 4.221 estudiantes 

afectados (la inmensa mayoría niñas y adolescentes). Los victimarios fueron diferentes 

miembros de la esfera educativa: profesores, personal administrativo, choferes, 

conserjes y pares estudiantiles. Ahora bien, dado que estas formas de violencia se 

denuncian poco (sobre todo debido a que la población, en general, desconfía bastante 

                                                

39 Estudios comprueban que la inmensa mayoría de estudiantes que reportan sentirse seguros en su 

institución educativa obtienen mayores puntajes que aquellos que reportan sentirse inseguros (INEVAL, 

2016, p. 138). 

40 En el ámbito educativo el presentismo consiste en estar físicamente presente en el aula de clases, pero 

bajo niveles de estrés, ansiedad o depresión tan fuertes que atender y concentrarse resulta imposible.  
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del sistema judicial41) es seguro afirmar que estas cifras no representan más que una 

minúscula porción del total de casos de violencia sexual en el sistema educativo. Todo 

esto a pesar de que el Estado tiene el deber constitucional de garantizar la seguridad de 

la ciudadanía en general, y de los menores de edad en particular (HRW, 2020).  

 Por otra parte, en el mundo universitario la violencia de género también es un 

problema de gran importancia y que tiene lugar de manera corriente. El 31,2% de las 

estudiantes universitarias mujeres han sido violentadas de alguna manera por algún 

miembro de la comunidad universitaria (docente, administrativo, estudiante, etc.) y el 

promedio de agresiones que reciben anualmente en este ámbito es de 10,3 veces. La 

prevalencia de la violencia de género en universidades aumenta en relación con las 

mujeres que presentan alguna discapacidad (38,6%) y con estudiantes LGBTIQ 

(44,25%) (Vara-Horno, 2021, pp. 73-79).  

 Dentro de la población LGBTIQ, que de por sí es fuertemente marginada y 

violentada en nuestras sociedades, las personas trans son las más excluidas. La violencia 

y  marginación hacia este grupo social comúnmente empieza en la familia, luego de que 

la persona trans revela su autoimagen.  En el ámbito educativo ecuatoriano la transfobia 

se traduce principalmente en violencia psicológica, marginación y altas tasas de 

deserción escolar. Según una investigación del Consejo Nacional de Igualdad de Género 

(CNIG), las personas trans son quienes menores niveles educativos tienen de entre toda 

la población LGBTIQ.  Y debido a que la sociedad dificulta enormemente el acceso de 

las personas trans a la mayor parte de plazas laborales, muchos jóvenes de este sector de 

la sociedad asumen que el máximo nivel educativo al que tiene sentido aspirar es el 

                                                

41 Desconfianza que, dicho sea de paso, está completamente justificada, ya que en Ecuador muchas veces 

hay que atravesar una odisea para obtener justicia: “datos de la Fiscalía analizados por Human Rights 

Watch muestran que entre 2015 y 2019 solo el 3 por ciento de los casos denunciados de violencia sexual 

contra niñas, niños y adolescentes ha ido a juicio” (HRW, 2020, p. 5). Además, la mayor parte de 

funcionarios no están capacitados en cuestiones de violencia sexual y de género, por lo que terminan 

revictimizando a las (y los) sobrevivientes. 
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bachillerato, ya que de todas formas la sociedad reserva para ellas empleos que no 

requieren de mayor formación. De acuerdo con datos oficiales sólo el 15% de la 

población trans tiene educación superior, pero gran parte de la misma no puede ejercer 

su profesión por causa de la transfobia generalizada en la cultura (CNIG, 2017, pp. 63-

70). 

 En este punto conviene traer a colación algunos testimonios de personas trans 

que ilustran de forma bastante clara la transfobia (pero también la homofobia) de 

docentes y personal administrativo de diferentes escuelas y colegios: 

“Cuando fui a la escuela fui humillado, me cogió una profesora y me llevó, me 

hizo bajar los pantalones y me pegó con una regla hasta cansarse, porque me dijo 

que eso estaba mal, que eso no se hace, que no sé qué, no sé cuánto. No 

conforme con eso, fue a la casa de mis padres a contarles lo que había pasado 

con mi amigo. Imagínate yo lo que hice: me fui donde un compañerito mío, 

llegaba cogido de la mano inocentemente, porque no hice nada más [...] No me 

dejaba ni ir al baño, porque pensaba que me iba a hacer mis cochinadas, no te 

vas a al baño decía, dos veces tuve que hacerme pipí en los pantalones por culpa 

de ella” (Informante trans de El Oro, Machala; CNIG, 2017, p. 68) 

“Me decían que ya que vaya con el uniforme del diario, [...] yo no quería ir con 

el uniforme de niña, no iba, no iba, no iba. Entraba, pasaba dos semanas, tres 

semanas, antes del año ya me sacaban de nuevo, ¡siempre! [...] Tenía problemas 

con la profesora de matemáticas, que me decía niña, o señorita o sino Andreina, 

y no, entonces yo le decía que me diga por mi propio apellido que se escucha 

mucho mejor” (Informante trans de Guayaquil; CNIG, 2017, p. 68). 

Estos testimonios son prueba viva del inquietante atraso de ciertos docentes que, 

ajenos a los conocimientos científicos contemporáneos (Poiani, 2010; Sapolsky, 2010), 
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todavía piensan, siguiendo herencias ideológicas absolutamente arcaicas y gratuitas, que 

la no correspondencia entre un sexo y las expresiones de género y orientación sexual 

asociadas culturalmente a él, es errónea y debe ser castigada o corregida. También 

constituyen una razón de peso para prohibir la obligatoriedad del uso de uniformes 

generizados en centros educativos. O bien los estudiantes deberían poder utilizar los 

uniformes del género que prefieran, o bien deberían tener uniformes estudiantiles sin 

género, idénticos y neutrales, para todos y todas.  

Otro problema que hace falta subsanar en el ámbito educativo nacional es la 

xenofobia del funcionariado educativo público. A pesar de que nuestra Constitución 

política (2008) contempla el principio de ciudadanía universal, según el cual todas las 

personas en Ecuador, habiendo o no nacido aquí, tienen derecho a educación, salud, etc., 

(art. 9) y ningún ser humano puede considerarse ilegal por su condición migratoria (art. 

40), muchos inmigrados del exterior tienen problemas para acceder al sistema educativo 

público o para homologar títulos universitarios. Según un informe del Banco Mundial, 

hacia finales del 2020 el 56% de los niños, niñas y adolescentes venezolanos en el país 

no pertenecían al sistema educativo, siendo las principales barreras para el acceso la 

“falta de cupos” y la falta de documentos (pasaporte, cédula, recibo de luz, acta de 

nacimiento, entre otros), a pesar de que, por norma, no se requieren documentos para la 

inscripción escolar de personas en situación migratoria. Por otro lado, el principal 

obstáculo para la permanencia de los NNA venezolanos en el sistema educativo 

ecuatoriano son los cobros que realizan los centros de enseñanza y el bullying 

xenofóbico que sufren los menores inmigrados, a pesar de que la educación pública 

ecuatoriana es gratuita y, según la LOEI (2011), “intercultural” (Banco Mundial, 2020, 

pp. 26-27). 
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 Otra brecha que es necesario cerrar si queremos avanzar hacia una mayor 

inclusión socioeducativa es la que existe entre las condiciones educativas en el campo y 

la ciudad. La inmensa mayoría de centros educativos con insuficiencia de docentes y 

con infraestructuras precarias se encuentran en el campo (Contreras, 2019). Y por otro 

lado, existe una tendencia a que los docentes menos calificados se concentren en 

escuelas rurales y urbano-marginales, “reproduciendo la desigualdad preexistente” 

(Esteves, 2008, p. 16). 

 Por otra parte, cada año miles de niñas y niños se han visto negativamente 

afectados porque la educación sexual ofertada en sus escuelas y colegios ha sido, o bien 

nula, o bien incompleta y deficiente. Organizaciones feministas en Ecuador han 

impulsado una educación sexual integral, laica, libre de prejuicios, basada en datos e 

investigación científica, para que niños, niñas y adolescentes comprendan correctamente 

la complejidad de la sexualidad y tengan criterios suficientes para saber cómo iniciarse 

en ella de forma segura, desde la asertividad, responsabilidad y autocuidado. Sin 

embargo, la iglesia y otros grupos conservadores del país se han opuesto férreamente a 

su iniciativa bajo la idea de que cualquier propuesta de educación sexual que no posea 

un enfoque heteronormativo, restrictivo y conservador –acorde con la doctrina social de 

la Iglesia–, lleva necesariamente al libertinaje y la irresponsabilidad. Esto a pesar de que, 

como subraya UNESCO (2018, p. 31),  decenas de investigaciones sobre este asunto 

muestran que una educación sexual laica, científica y con perspectiva de género no 

aumenta el comportamiento sexual de riesgo, sino que exhibe una eficacia 

significativamente superior a la de los programas conservadores a la hora reducir los 

índices de violencia sexual, de embarazos no deseados o de infecciones de transmisión 

sexual (ITS), lo cual, como es evidente, redunda en una disminución de casos de 

ausentismo o abandono escolar.  
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 Como se puede apreciar, si bien el Ecuador registra una tendencia histórica 

positiva en términos de cobertura educativa, persisten procesos de exclusión y amplias 

brechas entre sectores sociales. En este contexto, el mayor desafío de la educación es la 

igualdad. Para acelerar la cobertura educativa y el ritmo de crecimiento de las tasas de 

asistencia y culminación en todos los niveles, es necesario prevenir la violencia y 

establecer protocolos para su tratamiento en las diferentes instituciones de enseñanza 

del país, combatir la discriminación del funcionariado contra las poblaciones inmigradas, 

invertir en infraestructura educativa en las zonas rurales y urbano-marginales, incentivar 

a los docentes mejor formados para que trabajen en el campo, formar a todos los 

docentes en derechos humanos, género, interculturalidad y atención a la discapacidad, y 

reformar la malla curricular a nivel nacional para luchar contra los prejuicios 

ideológicos que están a la base de la violencia y marginación que históricamente han 

afectado a minorías étnicas, mujeres, LGBTIQ, inmigrados y discapacitados.  
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Capítulo VI. Conclusiones 

 En el presente trabajo se estudió la historia de la inclusión y exclusión 

educativas en el contexto ecuatoriano, remontando el análisis hasta la época Colonial y 

terminando en el año 2020. La investigación se llevó a cabo mediante la exploración y 

el estudio de una gran cantidad de documentos: libros, artículos, boletines estadísticos, 

informes ministeriales, notas periodísticas, etc.  

En la primera parte del trabajo se analizó la idea de inclusión educativa como 

una forma o variante de inclusión social, y se definió a la inclusión social como la 

ausencia de exclusión en un ámbito determinado de la sociedad. También se identificó y 

criticó un prejuicio conceptual que tienen la mayoría de autores que han abordado la 

cuestión de la inclusión educativa, según el cual sólo las personas con discapacidad o 

que pertenecen a minorías étnicas sufren o pueden sufrir de exclusión social en la esfera 

de la educación, y todo el resto de individuos están ya plenamente incluidos en este 

sistema por el mero hecho de ser parte de la población blanco-mestiza o por no padecer 

de algún tipo de discapacidad. Por último, se propuso una noción más amplia de 

inclusión/exclusión educativa que considere la realidad de los diferentes ejes de 

estratificación social que existen en las sociedades contemporáneas (clase, raza, género, 

etc.). 

El resto del trabajo estuvo consagrado a la construcción de una historia de la 

educación ecuatoriana enfocada en las dinámicas de exclusión social y en las luchas y 

demandas por la igualdad que han tenido lugar en este ámbito. El carácter diacrónico de 

la investigación permite observar una clara tendencia histórica hacia una mayor 

inclusión e igualdad social en la esfera de la educación formal en el Ecuador. Por otro 

lado, permite entender que esta tendencia progresiva ha tenido sus retrocesos y 

estancamientos, y que las instituciones, normativas y buenas prácticas detrás del 
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progreso pueden ser eliminadas o sustituidas en cualquier momento. Recordemos, por 

ejemplo, que en 1969 la lucha de las organizaciones estudiantiles consiguió que el 

gobierno de turno ordene el libre acceso a las universidades; pero años más tarde, 

durante el gobierno de Correa, se volvió a instalar un sistema de discriminación 

meritocrática para determinar quiénes pueden acceder o no a la educación superior.   

Por otra parte, el estudio muestra que los derechos son papel mojado si no 

vienen acompañados de acciones concretas para su realización, y que, de una u otra 

forma, detrás de cada conquista socioeducativa están las iniciativas, demandas y 

movilizaciones de la ciudadanía. Por ejemplo, si es que actualmente existen estudiantes 

indígenas en todos los niveles educativos del sistema nacional de educación es gracias a 

la lucha histórica de las organizaciones indígenas.    

Por otra parte, la investigación histórica puso de relieve que, si bien las brechas 

socioeducativas del pasado se han disminuido superlativamente, estas siguen existiendo. 

Los sectores sociales educativamente más relegados o excluidos en el presente son los 

mismos que hace un siglo: indígenas, afrodescendientes, discapacitados, campesinos, 

LGBTIQ, pobres… La única brecha que ha sido cerrada casi por completo es la brecha 

entre sexos. Pero como fue señalado en el último capítulo, las mujeres son un grupo 

fuertemente violentado en el sistema educativo (y en la sociedad en general), y la 

violencia redunda, entre otras cosas, en una disminución de los aprendizajes y en 

mayores casos de deserción escolar. Sea como sea, queda mucho trabajo por hacer para 

democratizar plenamente la educación en el país y para asegurar la seguridad del 

estudiantado en las instituciones educativas.  

Por último, vale la pena subrayar que el progreso educativo ha exhibido 

diferentes ritmos a lo largo de la historia y que, de acuerdo con los datos presentados en 

el cuarto capítulo, los periodos de mayores logros se asocian significativamente con 
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gobiernos desarrollistas y de vocación antioligárquica, mientras que las temporadas de 

estancamiento y retrocesos se vinculan más estrechamente con gobiernos neoliberales y 

de tendencias plutocráticas. En gran medida lo que explica este fenómeno es que los 

gobiernos desarrollistas han destinado ingentes cantidades de dinero al sector educativo, 

mientras que los gobiernos neoliberales u oligárquicos siempre han procurado reducir el 

presupuesto en educación (y el gasto social en general) para dar prioridad a otros 

asuntos.    

Para avanzar hacia un mayor grado de inclusión educativa es necesario aumentar 

la inversión estatal en educación; focalizar las políticas públicas para mejorar las 

condiciones sociales y educativas de las zonas rurales; combatir el neoliberalismo; y, 

por último, formar a docentes y estudiantes en el entendimiento y respeto por la 

diversidad, de manera que el sistema educativo deje de ser una instancia de 

reproducción de ideologías discriminatorias, y se transforme en un mecanismo para la 

construcción de una mejor sociedad.  
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